
Acta Sesión Ordinaria 01-2010 
 

05 de enero del 2010 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 01-2010 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las dieciocho horas 
del cinco de enero del dos mil diez, en el Salón de Sesiones de la Municipalidad de Belén, en el Distrito San 
Antonio. MIEMBROS PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Sr. Hermes Zumbado Alfaro quien 
preside.  Sr. Juan Carlos Murillo Sánchez.  Sra. Flor de María Trejos Villalobos.  Sra. Ana Betty Valenciano 
Moscoso.  Sr. Francisco Villegas Villalobos.  REGIDORES SUPLENTES:  Sr. Manuel Angel Ortiz Arce.  Sra. 
Rosemile Ramsbotton Valverde.  Sr. Roberto Carlos Zumbado Zumbado.  Srita. Xinia María Zumbado 
Zumbado. Sr.  Yoser Gerardo Avila Alvarado.  SINDICOS PROPIETARIOS:  Sr. Víctor Villegas Murillo.  Sra.  
Sandra Salazar Calderón.  Srita.  Elisa María Zumbado González.  SINDICOS SUPLENTES:  Sra. María del 
Carmen Zumbado Venegas.  Sr. José Atiliano Barrantes Mendoza.  FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  
Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes. Secretaria del Concejo Municipal: Sra. Ana Patricia Murillo 
Delgado.  MIEMBROS AUSENTES:  
 

La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, realiza la siguiente reflexión al iniciar el año: 
 

Al comenzar el año 
 

Y da la vuelta otra hoja del libro de mi vida. 
¿ Que traerá el año que empieza ? ¡ Lo que tu quieras, Señor! 

Pero te pido fe para mirarte en todo. 
Esperanza para no desfallecer. 

Caridad perfecta en todo lo que haga, piense y quiera. 
Dame paciencia y humildad 

Dame desprendimiento y un olvido total de mí mismo.   
Dame Señor, lo que tú sabes me conviene y yo no se pedir. 

Que pueda amarte cada vez mas y hacerte amar por los que me rodean. 
Que yo sea grande en lo pequeño.  Que siempre tenga el corazón alerta,  

el oído atento, las manos y la mente  
activas, el pide dispuesto. 

Derrama Señor tus gracias sobre  
todos los que yo quiero. 

Tu amor abarca a todo el mundo y  
aunque yo soy muy pequeño,  

Se que todo lo colmas con tu bondad inmensa. 
 

CAPITULO I 
 

PRESENTACION DEL ORDEN DEL DIA 
 

ORDEN DEL DIA 
 

I) PRESENTACION DEL ORDEN DEL DÍA. 



 
II) REVISION DEL ACTA 76-2009. 
 
III) ATENCION AL PÚBLICO. 
 
6:30 pm. Se atiende a Fransinie Brenes, Coordinación Artística, Asociación Cultural El Guapinol.  

Asunto:  Muestra final de talleres artísticos municipales.   
 
IV) LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACION DE LA CORRESPONDENCIA. 
 
V) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL.  
 
1. Se somete a votación el Oficio AMA-M-34-2009 del Asesor del Alcalde Carlos Lanzas.  Remitimos 

respuesta al Art 49 de la Sesión 70-2009, por parte de la Dirección Técnica Operativa. 
 
2. Se somete a votación el Oficio AM-M-1019-2009 del Alcalde Horacio Alvarado.  No referimos a lo 

solicitado por ese Concejo, mediante acuerdo tomado durante la sesión ordinaria Nº70-2009, 
celebrada el 01 de diciembre de 2009, en el capítulo IV, su artículo 10; nos permitimos informarles que 
al respecto esta Alcaldía remitió a los vecinos de la localidad de Barrio Calle La Labor, sector este, el 
oficio AM-O-212-2009 a través del que se adjunta el Memorando UPU 063-2009 por medio del que la 
arquitecta Ligia Franco Garita se refiere a la petición de los vecinos brinda información en atención a 
su petición.   

 
3. Se somete a votación el Oficio AM-M-1022-2009 del Alcalde Horacio Alvarado.  Hemos recibido el 

oficio CL 65-2009, suscrito por el señor Jorge González González, Comité de Licitaciones, mediante el 
que notifica el artículo 2, del acta Nº30-2009, celebrada el 17 de diciembre de 2009.  Al respecto, 
después de revisar los antecedentes de la Licitación Abreviada Nº2009LA-000018-01, denominada 
“Adquisición de sistema integrado, software base”. 

 
4. Se somete a votación el Oficio AM-M-1024-2009 del Alcalde Horacio Alvarado.  Hemos recibido el 

memorando MDU-055-2009, suscrito por el arquitecto Luis A. Bogantes Miranda, Coordinador de 
Desarrollo Urbano, por medio del que atiende lo solicitado mediante acuerdo tomado por ese Concejo 
durante la sesión ordinaria Nº62-2009, celebrada el 20 de octubre de 2009, en su artículo 6, en 
relación con el caso del señor José Antonio Rodríguez Rodríguez.   

 
5. Se somete a votación el Oficio MB-091-2009.  Conforme fuera requerido por este Concejo Municipal, 

procede este despacho legal a brindar respuesta a la consulta relacionada con el Recurso de 
Apelación con Nulidad Concomitante presentada por el señor Luis Bogantes Miranda contra la 
resolución AM-R-028-2009 dictada por el Alcalde Municipal. 

 
6. Se somete a votación el Oficio MB-093-2009.  De conformidad con el requerimiento realizado por este 

Concejo Municipal mediante acuerdo tomado en artículo 6 de la sesión ordinaria 72-2009 del pasado 8 
de diciembre, procede esta asesoría legal a rendir el criterio requerido a efecto de resolver una nueva 
gestión recursiva presentada por la señora Ana Cristina Jenkins Moreno en su calidad de Gerente con 
facultades de apoderada generalísima sin límite de suma de la entidad Ingenieros de Centroamérica 
Limitada INDECA, cédula jurídica número 3-101-8893 y representante del Consorcio INDECA TYPSA, 
en contra del acuerdo del Concejo Municipal tomado en la sesión 67-2009, artículo 53, Capítulo VII. 

 



7. Se somete a votación el Oficio CAGAJ-25-2009.  En cumplimiento a lo solicitado a esta Comisión por 
el Concejo Municipal en la Sesión Ordinaria 60-2009, artículo 29 donde se remite a la Comisión de 
Administración, Gobierno y Asuntos Jurídicos para análisis y recomendación la propuesta de 
Reglamento para el Descarte de Libros de la Biblioteca Municipal del Cantón de Belén. 

 
8. Convocatoria a Sesión Extraordinaria. 
 
VI) INFORME DEL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
VI) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES. 
 

CAPITULO II 
 

REVISIÓN DEL ACTA 
 

ARTICULO 1.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta N°76-2009 de la Sesión 
Ordinaria N°76-2009, celebrada el veintiuno de diciembre del año dos mil nueve. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta N°76-2009 de la Sesión Ordinaria N°76-2009, 
celebrada el veintiuno de diciembre del año dos mil nueve. 
 

CAPITULO III 
ATENCIÓN AL PUBLICO 

 
ARTICULO 2.  Se atiende a Fransinie Brenes, Coordinación Artística, Asociación Cultural El 
Guapinol.  Asunto:  Muestra final de talleres artísticos municipales.   
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, manifiesta que como les avisaron hasta hoy, en esas 
condiciones no se pueden presentar porque querían presentar un informe. 
 

CAPITULO IV 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
 

ARTICULO 3.  Se conoce el trámite 5086 del Sr. Julio Alfaro Ortega, Presidente Multi Servicios 
ALFA S.A. dirigido al Marcos Porras, Coordinador de la Unidad de Bienes y Servicios con copia al 
Concejo Municipal, notificaciones al telefax 2293-3898. En respuesta a su nota BGYS-334-2009 nos 
permitimos aclarar ciertos puntos que se hace referencia en la mima apegándonos al orden 
establecido en ella.  Cambio de personal y conocimiento del Cantón:  
 
1.a No se utilizaron los servicios de la persona propuesta en el cartel (Sr. Jonathan Bermúdez, a 
petición del Servicio de Gestión de Cobro, porque se decía que no había obtenido buena nota en la 
evaluación sobre el conocimiento del Cantón.  Cabe destacar que esta persona NUNCA realizó 
ninguna gestión de entrega, ni de ningún tipo de actividad en el marco de este contrato.  
 



1.b Para el inicio del Contrato, se procedió a contratar al Sr.  Geovanny Astua Arias, el cual inicio funciones el 
20 de enero del 2009 y laboró para nuestra empresa hasta el 30 de mayo del 2009.  A partir del 15 de mayo el 
Sr. Henry Muñoz Villalobos, recibió capacitación y les fueron trasferidas paulatinamente las funciones del 
contrato, para lo cual contó con un periodo de entrenamiento de dos semanas, por parte del funcionario 
anterior.  Consecuentemente no es correcto afirmar que hubo pérdida de conocimiento, ni perdida de 
experiencia, ni desatención o falta de continuidad.  Es importante aclarar y subrayar que la labor de 
coordinación de las labores del contrato y el hilo conductor de las actividades, evaluación y  seguimiento 
siempre ha estado bajo mi responsabilidad directa, por lo que es improcedente que se afirme lo contrario. 
 

1.c. En resumen, nuestra empresa solo ha realizado un cambio de funcionario y no tres veces como 
se indica en su estimable nota para el cambio indicado cumplió con todo el procedimiento de 
notificación, entrenamiento y justificación que correspondía y la plaza nunca estuvo desatendida. 
 
2. Conocimiento del Cantón, tanto el Sr.  Astúa como el Sr. Muñoz, son oriundos del Cantón y tienen 
amplio conocimiento del Cantón a ninguno de los dos se les fue realizado evaluación alguna que 
sustente de parte de su unidad, falta de conocimiento del Cantón y me consta que ambos siempre 
han mostrado un conocimiento extensivo del Cantón y alrededores, la afirmación contraria no tiene 
sustento en la realidad.  
 
3. Las cortas de agua y las notificaciones han formado parte de las gestiones establecidas en el 
contrato, la atención de fugas n o han sido asignadas como función específica sin embargo la 
supervisión de fugas si han sido parte de las funciones de la empresa, por lo que nos parece que 
existe un desconocimiento evidente del contrato y se nos reclama asuntos de problemas de fugas, 
que no han estado dentro de nuestro amparo.  
 
4. Servicio Consolidado de Correo de Costa Rica y traslado de las funciones de nuestro contrato a 
ellos, sin costo adicional para la Municipalidad de Belén:  Como hemos expuesto en los párrafos 
precedentes, se ha explicado de nuestra parte que las razones expuestas para no renovar nuestro 
contrato, son inexactas, erróneas  y no apegan a la verdad.  Nuestro contrato, es el producto de un 
proceso licitatorio, mediante concurso público y siguiendo los procedimientos establecidos en la ley 
de Contratación Administrativa, considerando falto de transparencia el tomar la decisión de no 
renovar basándose en afirmaciones incorrectas y justificarlas en atención a que otro proveedor 
actual de la Municipalidad va a brindar iguales servicios en forma gratuita.  No existe asidero legal 
para ello, pues lo correcto es que se licite el servicio, como inicialmente se realizó y si Correos de 
Costa Rica desea participar en forma gratuita que así lo indique y no en forma que se propone  y que 
así lo explica en su carta de referencia GBYS-334-2009.  Además aclaro que se estableció un 
control a partir del 20 de julio, (como una iniciativa nuestra para hacer mas eficientes nuestros 
servicios y con la visión de mejorar siempre), donde se indica la fecha y la cantidad de notificaciones 
que la Unidad de Gestión de Cobro entrego a nuestro colaborador, y otro de las notificaciones 
entregadas a cada uno de los clientes de la Municipalidad a la Unidad de Gestión de Cobros, esta 
supervisión que se mantuvo durante un mes, ya no fue posible ya que no hubo disposición por parte 
de la Señora Lorena Núñez de continuar firmando como recibido dicho documento, con el argumento 
de que ella no tenia porque firmar ningún informe para supervisar el personal de Multiservicios, 
cuando en realidad este era un registro tanto para la Municipalidad como para Multiservicios de 
conocer la cantidad y el tiempo de entrega de las notificaciones a cada cliente. 



 
Cabe mencionar que a partir del cambio de colaborador hemos tenido en repetidas ocasiones al Señor Muñoz 
en nuestra oficina debido, a que el departamento no entrega notificaciones para repetir.  Ejemplo claro es que 
desde el 14 de diciembre del 2009 hasta el 22 de diciembre del 2009, no entregamos un solo documento 
porque el departamento de cobro no contaba con personal para tirar notificaciones.  Hacemos estas 
aclaraciones con el fin de que quede claro que nuestros servicios no fueron ineficientes, que como en 
cualquier otra actividad cotidiana siembre habrá circunstancias adversas, pero siempre aunamos esfuerzos 
para resolverlas y todos nuestras gestiones fue para mejorar y lograr la mayor eficiencia posible, es por esto 
que no nos parece prudentes sus alegatos, mas aun que somos una pequeña empresa que estamos tratando 
con mucho esfuerzo de salir adelante y dichas afirmaciones tiradas al azar y sin mayor  conocimiento de las 
mismas, nos puede causar un daño irreparable.  
 

El Presidente Municipal Hermes Zumbado, informa que el interesado aun no ha obtenido respuesta 
de la Administración.   
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, expresa que cuando ingreso Correos de Costa Rica el 
cartel era con ellos, pero esta al ser una Empresa pequeña la puede afectar, si solicitan referencias 
a la Municipalidad. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, manifiesta que a ellos se les contrato para realizar 
notificaciones, pero se estaba ampliando el servicio al tema de las fugas, debemos saber en que 
términos legales se rescinde el Contrato. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, informa que debe quedar claro si Correos de Costa Rica 
realizara también la corta de agua, porque tiene entendido que no es una función de esa Institución. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Solicitar al Alcalde Municipal una copia de la respuesta que 
brindaran a la Empresa Multi Servicios Alfa, S.A. 
 
ARTICULO 4.  Se conoce el trámite 5071 del Sr. Luis Octavio Pérez Baires, abogado, Condominio 
La Ribera Belemita Cincuenta S.A.  Una vez más nos valemos de este medio para extender un 
saludo y a su vez, remitirle la siguiente nota en relación al recurso extraordinario de revisión que se 
ha interpuesto en contra del oficio DU-013-2009, emitido por el Arq.  Luis Bogantes M., de la Unidad 
Ambiental de la Municipalidad de Belén.  Tomando en consideración la reforma realizada al artículo 
163 del Código Municipal mediante la Ley número 8773, se ha optado por interponer el recurso 
extraordinario de revisión ante esta Alcaldía Municipal.  Lo anterior, partiendo de los principios de 
legalidad, celeridad, eficiencia administrativa, debido proceso, justicia administrativa pronta y 
cumplida, coordinación y la reforma indicada.  Por consiguiente, se remite una copia del recurso 
planteado para que sea conocido por el Concejo Municipal con carácter meramente informativo y 
como soporte para las futuras decisiones que esté órgano colegiado vaya a tomar en torno al 
proyecto habitacional que nos atiende. 
 
El Director Jurídico Ennio Rodríguez, expresa que con el cambio de la Ley de octubre 2009, el 
Alcalde Municipal puede resolver Recursos Extraordinarios, este caso lo esta atendiendo la 
Dirección Jurídica. 
 



La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, manifiesta que el Recurso es en contra del Oficio de Luis 
Bogantes, donde se suspende el permiso de construcción. 
 

SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Ana 
Betty Valenciano, Flor Trejos, Juan Carlos Murillo Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR 
Francisco Villegas:  Incorporar al Expediente de Condominio San Vicente. 
 
ARTICULO 5.  Se conoce el trámite 5100 del Señor Álvaro Solera González, Representante Legal, 
Urbanizadora Montebello S.A.  Adjunto a la presente copia de publicación de SENARA en un campo 
pagado en el periódico La Nación en la página 45ª el pasado sábado19 de diciembre, publicación 
esta a la hizo alusión el suscrito en el oficio con número de trámite 4967.  En dicha publicación, el 
SENARA alerta a todas las instituciones del país que la Matriz de Uso de Suelo según Vulnerabilidad 
a la Contaminación de Acuíferos del Cantón de Poás de Alajuela no es aplicable ni vinculante para 
otros Cantones del país.  Por haberse usado la referencia anterior en el estudio elaborado por la 
MSC. Ingrid Vargas Azofeifa de la Escuela Centroamericana de Geología de la Universidad de Costa 
Rica mediante un contrato suscrito con la Municipalidad de Belén para la delimitación de las 
conclusiones de dicho estudio ninguna aplicabilidad en el Cantón de Belén solicito muy 
respetuosamente en mi carácter de representante legal de un contribuyente y administrado del 
Cantón de Belén lo siguiente:  Debido que existen ya pruebas irrefutables en poder de la 
Municipalidad sobre la no aplicabilidad del estudio del MSC. Vargas Azofeifa en el Cantón de Belén, 
se proceda de inmediato a solicitar las explicaciones pertinentes a la señora Rectora de la 
Universidad de Costa Rica y al igual se inicien las acciones legales posibles para defender los 
derechos de la Municipalidad. 
 
Para notificaciones favor hacerlas al fax 2289-4258 o para comunicarse con el suscrito hacerlo al 
teléfono 8384-8090. 
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, manifiesta que la nota se refiere al Estudio del 
SENARA, realizado a través de la Universidad de Costa Rica, con Ingrid Vargas, se le debe solicitar 
a SENARA un informe para brindar respuesta al señor Alvaro Solera, que SENARA diga que los 
criterios técnicos de la Matriz de Vulnerabilidad se pueden aplicar a otros cantones. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Remitir a la Dirección Jurídica para 
análisis y recomendación. 
 
ARTICULO 6.  Se conoce el trámite 5098 del Señor Álvaro Solera González, Representante Legal, 
Urbanizadora Montebello S.A.  Por medio de la presente me refiero al artículo 18 de la Sesión 
Ordinaria 76-2009 celebrada el veintiuno de diciembre pasado.  Como ya es de su conocimiento, el 
suscrito presentó una certificación en original del acuerdo 3766 de la Junta Directiva de SENARA, 
adjunto al oficio con número de trámite 4967 en esa Municipalidad.  Además, el suscrito también 
presentó un oficio donde se hace alusión a la publicación en el periódico La Nación del 19 de 
diciembre pasado relacionado con el mismo acuerdo 3766, donde SENARA es muy clara que la 
Matriz de Criterios de Uso de Suelo según Vulnerabilidad a la Contaminación de Acuífero para la 
protección del Recurso Hídrico, aprobado por la Junta Directiva de SENARA en el acuerdo 3303 de 
la Sesión Extraordinaria 239-06 del 26 de septiembre de 2006 no es vinculante ni aplicable a ningún 



cantón del país con excepción del Cantón de Poás de Alajuela.  Por lo tanto, Municipalidad de Belén 
no puede alegar en este momento que no tiene conocimiento formal o informal de los alcances del 
Acuerdo 3766 de la Junta Directiva del SENARA.  
 
En el apartado e) se dice en lo interesa textualmente:  “El informe de la Universidad de Costa Rica tiene que 
ser revisado y avalado por SETENA y debe ser recibido a entera satisfacción por parte de la Municipalidad.” 
No entiende el suscrito por qué SETENA tiene que aprobar este estudio también o es acaso una confusión del 
asesor legal de la Municipalidad?.  Lo que en realidad esta sucediendo, es que existe un intento desesperado 
de un grupo de personas actualmente dentro de la Municipalidad de Belén por orientar el futuro Plan Regular 
en un sentido, con el fin de detener el desarrollo del Cantón. Llega este movimiento hasta desconocer el 
derecho constitucional de participación ciudadana en la administración del Cantón.  Considera el suscrito que 
ya tiene la Municipalidad pruebas suficientes: primero solicitar a la Junta Directiva de SENARA confirmación 
de los documentos presentados por el suscrito, segundo tomar las acciones legales correspondientes contra 
la Universidad de Costa Rica y tercero, desechar el estudio de la Escuela de Geología de la UCR como 
insumo para el nuevo Plan Regulador. 
 

Muy lamentablemente los asesores legales de la Municipalidad no presentan al Concejo Municipal, a 
criterio del suscrito, el cuadro completo de la legalidad del asunto en cuestión.  Debe de inmediato la 
Municipalidad proceder a tomar acciones serias en este asunto en cuestión.  Debe de inmediato la 
Municipalidad proceder a tomar acciones serias en este asunto y no simplemente esperar a que 
SENARA de respuesta a un estudio que esa misma Institución declara de no aplicación en Belén.  
Por medio de la presente información solicito formalmente una copia completa del estudio hecho por 
la Universidad de Costa Rica relacionado con Delimitación de las zonas de protección de los pozos 
de abastecimiento público de Belén, estudio este hecho bajo el contrato suscrito entre la 
Municipalidad de Belén y la UCR y aprobado en la Sesión Ordinaria 48-2008 celebrada el doce de 
agosto de 2008 por el Concejo Municipal de Belén.  Dicho estudio fue pagado con los impuestos de 
los Munícipes contribuyentes del Cantón y tiene consecuencias nefastas para muchos propietarios 
de terrenos en el Cantón y para la zona industrial al norte del mismo. 
 
Para notificaciones favor hacerlas al fax 2289-4258 o para comunicarse con el suscrito hacerlo al 
teléfono 8384-8090. 

 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, manifiesta que se contrato al SENARA para que 
avalara los Estudios de Ingrid Vargas, en este momento estamos a la espera de ese informe. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, informa que SENARA debe venir a exponer el Informe al 
Concejo Municipal, porque la Administración no tiene criterio técnico para pronunciarse. 
 
El Director Jurídico Ennio Rodríguez, expresa que la Dirección Jurídica se esta pronunciando de los 
Oficios del señor Alvaro Solera, en el Oficio DJ-004-2010. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Remitir a la Dirección Jurídica para 
análisis y recomendación. 
 
ARTICULO 7.  Se conoce el trámite 18 del Sr. Álvaro Solera González, Representante Legal, 
Urbanizadora Montebello S.A.  Por medio de la presente me permito adicionar el oficio presentado a 



la Municipalidad el 23 de diciembre pasado hoy con número de trámite 5098.  Ya que los señores 
regidores aprobaron los dictámenes DJ-429-2009 y DJ-443-2009 del licenciado Francisco Ugarte 
Soto por unanimidad en el artículo 18 de la sesión Ordinaria 76-2009 y siendo que estos 
dictámenes representan un análisis y recomendación para responder el oficio del suscrito bajo 
número de trámite 4794 y que el criterio  del suscrito es que estos omiten aspectos importantes de 
derecho constitución  al acceso a la información pública y a la participación ciudadanas deseo hacer 
los siguientes comentarios.  En el apartado a) dictamen DJ-429-2009 se menciona, que no hay 
evidencia de recepción del acuerdo 3766 de la Junta Directiva de SENARA por la Unidad de Servicio 
al Cliente y se usa esto como base para desechar la denuncia del suscrito.  El contrato que la 
Municipalidad suscribió con SENARA el cual fue aprobado en el artículo 1 de la Sesión Ordinaria No. 
67-2008 del 6 de noviembre de 2008 para la fiscalización de los estudios de la Universidad de Costa 
Rica desde el inicio de estos, ¿no da a la Municipalidad la obligación y derecho legal de solicitar a 
SENARA información relacionada con la denuncia hecha por el suscrito?. 
 
Si las personas que forman la Comisión del Plan Regulador tienen la capacidad suficiente y han leído ya y 
asimilado el estudio de la Escuela de Geología de la UCR, así como los oficios del suscrito con números de 
trámite 4529, 4794, 4966, 5098 y 5100 (todos del año 2009) deben darse cuenta que dicho estudio no es 
aplicable en el Cantón de Belén.  Por lo que la decisión de no tomar ninguna acción inmediata relacionad con 
este asunto es incompresible.  El Contrato con la UCR para realizar los estudios hidrogeológicos para el 
proyecto de actualización del Plan Regulador para el Cantón de Belén y el contrato de fiscalización de 
SENARA fueron por las sumas de nueve millones seiscientos mil colones y cuatro millones ciento cincuenta y 
cinco mil respectivamente.  ¿No representan estos montos millonarios razón suficiente para que la 
Municipalidad en la persona de su Alcalde o su Concejo Municipal mediante acuerdo ordene iniciar acciones 
indagatorias y legales para proteger los intereses de la Institución y de los munícipes contribuyentes del 
Cantón?.  En el apartado b) se lee lo siguiente en lo que interesa (textualmente).   
 

“No es ocurrencia que el SENARA fiscalice los estudios preparados por la Universidad de Costa 
Rica, esa decisión se acordó por el citado Concejo Municipal el mes de noviembre del 2008, por tal 
razón”.  Si la Municipalidad tiene un contrato firmado y sumas de dinero ya adelantadas o pagadas y 
la fiscalización de los  estudios de la UCR debió hacerlos SENARA desde el inicio de los mismos , 
no es lógico que en el momento que se tenga evidencia de que lo contratado, en este caso el 
estudio hidrogeológico para el nuevo Plan Regulador, no cumple con lo especificado en el contrato 
se debe de inmediato tomar las acciones necesarias para defender los intereses de la Municipalidad.  
¿Por qué los dictámenes del licenciado Ugarte Soto no mencionan nada de lo anterior?.  En el 
apartado d), el licenciado menciona algunos aspectos de la Ley General de Administración Pública, 
pero no menciona el principio de transparencia en la Administración Pública, así tampoco se 
menciona el Derecho Constitucional de Acceso a la Información por lo que adjunto a la presente y en 
calidad de préstamo al Concejo Municipal copia del tratado “Transparencia administrativa y Derecho 
de acceso a la información administrativa” del que es autor el licenciado Ernesto Jinesta Lobo 
exmagistrados de la Sala Constitucional. 
 
Refiero muy respetuosamente a los señores regidores al Capítulo Primero, Obligación administrativa 
a al transparencia y a los siguientes Votos de la Sala Constitucional: Votos Nos.  136-02 y 2120-03 
(páginas 68 y 73), voto no.  3074-02 (página 75), voto No. 1569-04 (página 123 y 124), y voto No. 
4637-04 (página 178 y 179).  Igualmente a la sección F. 1, Derecho de acceso ad intra del 
procedimiento administrativo (pág. 162).  Basándose en los anteriores votos de la Sala 



Constitucional, una Institución Pública o Municipalidad no puede crear una barrera a la participación 
ciudadana máxime cuando existe una denuncia de un munícipe sobre una irregularidad en un 
contrato de muchos millones de colones.  ¿Por qué el Dictamen DJ-429 no menciona nada de lo 
anterior?.  Igualmente el licenciado Ugarte Soto aduce que según la Ley de Administración Pública 
en sus artículos 272 al 274 regula el derecho de acceso al expresidentes administrativo o sus 
piezas, así como sus limitantes.  Sin embargo, en el voto 1518-03 la Sala Constitucional resolvió lo 
siguiente en lo que interesa (textualmente):  
 
II. El derecho a la participación Pública:  Implica esta vertiente, la posibilidad para 

aquellas personas que puedan verse afectadas o que tengan interés sobre una decisión 
referente al ambiente, a manifestar desde temprano sus criterios, opiniones, puntos de 
vista o cuestionamientos sobre la misma, sin tener esta que encontrarse sometidas a 
formalidades específicas para ser tomadas en cuenta”.  

 
Por lo tanto, la Municipalidad no tiene ningún derecho a negar el acceso a un estudio de carácter 
ambiental y que es de su propiedad, a un administrado contribuyente de ella siendo que las 
consecuencias de la utilización de dicho estudio ambiental son devastadoras para el desarrollo del 
Cantón y para los propietarios de los terrenos incluidos en las zonas de inhabilitación de la actividad 
productiva.  Sabemos que el estudio de la Universidad de Costa Rica propone y concluye que el 
28% de área del Cantón de Belén sea inhabilitada para toda actividad productiva y para ello se basa 
en una Matriz de Vulnerabilidad en el Uso de Suelo que sólo aplica para el Cantón de Poás de 
Alajuela.  Más adelante en el numeral 3) del apartado c) del Dictamen del Licenciado Ugarte Soto se 
lee (textualmente):  “El informe preparado por la Universidad de Costa Rica, se encuentra protegido 
por las normas de propiedad intelectual y derechos de autor.  En este sentido cada persona es 
responsable del uso y utilización de esa información.”  ¿Por qué no se menciona en el Dictamen DJ-
429-2009 en el contrato suscrito entre la Municipalidad de Belén y la UCR para la elaboración de los 
estudios hidrogeológicos para el nuevo Plan Regulador en su Cláusula Décima dice (textualmente):  
“Toda la información y los documentos originales de este contrato, son propiedad de la 
MUNICIPALIDAD y será de dominio exclusivo de la misma el uso que se le dé, reconociendo los 
derechos morales de autoría de la UNIVERSIDAD y de los profesionales responsables de la 
ejecución del contrato? 
 
La única razón por la que la Municipalidad podría negar información a un administrado esta 
claramente expresado por el licenciado Jinesta Lobo cuando escribe en la página 37 de su libro:  
“Evidentemente, en ese ámbito, el secreto se impone por razones de interés privado, al estar de por 
medio algunos derechos fundamentales como la intimidad personal y familiar, el honor, etc.”  Por lo 
tanto y de nuevo solicito:  Se inicien las acciones legales litis consorcio contra la Universidad de 
Costa Rica y SENARA.  Se investigue si el contrato de trabajo del licenciado Ugarte Soto, le permite 
hacer recomendaciones políticas como las incluidas en el Dictamen DJ-429-2009 al Concejo 
Municipal.  Al igual, que se exija al mismo profesional como justifica la omisión de los aspectos 
legales y constitucionales antes expuestos en el Dictamen 429-2009 y se investigue si esto violenta 
las obligaciones de su contrato de trabajo con la Municipalidad.  Favor omitir de consideración el 
párrafo 5 del oficio número 5098 ya que fue aclarado con el dictamen DJ-443. 
 



SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Remitir a la Dirección Jurídica para 
análisis y recomendación. 
 

CAPITULO V 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL 
 

El Presidente Municipal Hermes Zumbado Alfaro, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTICULO 8.  Se somete a votación el Oficio AMA-M-34-2009 del Asesor del Alcalde Carlos 
Lanzas.  Remitimos respuesta al Art 49 de la Sesión 70-2009, por parte de la Dirección Técnica 
Operativa. 
 
En respuesta a lo solicitado por el Concejo Municipal según Sesión Ordinaria Nº 70-2009, capítulo VI 
del 01 de diciembre y ratificada el 08 de diciembre del presente; referente a varios puntos planteados 
por algunos miembros del Concejo, esta Dirección desea hacer de conocimiento lo siguiente: 
 
1- Artículo 49 ( Punto primero ): La Municipalidad a través de la Unidad de Obras ha realizado varias 
gestiones ante la Unidad de Estudios y Diseños del Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
solicitando el estudio correspondiente para la instalación de reductores de velocidad sobre la vía 
denominada como calle Flores. No obstante, a la fecha no hay registro de ningún documento o 
respuesta que atienda dicha solicitud. En este sentido, se indica que en el momento en que se 
cuente con el estudio técnico que respalde la ubicación de reductores de velocidad en esta vía, la 
Unidad de Obras procedería de inmediato a su ubicación y señalización según la normativa 
actualmente vigente.  Lo anterior para los fines que la Alcaldía considere oportuno a fin de responder 
ante el Concejo Municipal. 
 
El Regidor Suplente Manuel Ortiz, manifiesta que la respuesta es que Ingeniería de Transito no ha 
resuelto, pero debemos presionar, para resolver a los vecinos, porque la calle es muy transitada.  Si 
el MOPT no lo autoriza, los vecinos pueden realizar las obras. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, interroga que no sabe si para instalar reductores de 
velocidad en calles cantonales, es necesario tanto estudio, porque no sabe si hay ineficiencia en la 
Administración o en el MOPT. 
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, sugiere que se le debe informar a los vecinos los 
tramites realizados, para que no vea ineficiencia en la Administración. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, dice que se le debe solicitar al Alcalde Municipal que 
realice nuevamente los tramites ante el MOPT. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, apunta que ya se han instalado una gran cantidad de 
reductores de velocidad en el Cantón, porque la Administración ha realizado gestiones, solo falta 
pintarlos. 
 



El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, avala que ya se realizaron nuevamente las gestiones ante el 
MOPT, porque se habían traspapelado los tramites en el MOPT. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el Oficio AMA-
M-34-2009 del Asesor del Alcalde Carlos Lanzas.  SEGUNDO:  Solicitar al Alcalde Municipal realizar 
los tramites ante el MOPT para la instalación del reductor de velocidad en dicho sector.  TERCERO:  
Notificar a los vecinos interesados de Calle Flores para su información (Señor Arnoldo Herrera). 
 
ARTICULO 9.  Se somete a votación el Oficio AM-M-1019-2009 del Alcalde Horacio Alvarado.  No 
referimos a lo solicitado por ese Concejo, mediante acuerdo tomado durante la sesión ordinaria 
Nº70-2009, celebrada el 01 de diciembre de 2009, en el capítulo IV, su artículo 10; nos permitimos 
informarles que al respecto esta Alcaldía remitió a los vecinos de la localidad de Barrio Calle La 
Labor, sector este, el oficio AM-O-212-2009 a través del que se adjunta el Memorando UPU 063-
2009 por medio del que la arquitecta Ligia Franco Garita se refiere a la petición de los vecinos brinda 
información en atención a su petición.   
 
Cordial saludo, en relación con el memorando AM-M-952-2009  de fecha 30 del noviembre de 2009 
en el cual hace referencia al oficio sin número  suscrito por los Vecinos de la Calle La Labor, en el 
cual solicitan  que se incluya un portón  para el cierre del parque.  Le informo que en relación al 
tema, el día 11 de setiembre del presente (hoja de Bitácora de reunión UPU 001-2009) por  acuerdo 
del Concejo Municipal  de la Sesión No. 45-2009, se recibe  a los interesados de  dicho barrio para 
tratar temas relacionados con el parque, cita a la cual acude únicamente el Sr. Juan Luis Villegas 
como representante de la Asociación de vecinos.   Se acuerda en dicha reunión esperar a concluir 
las obras  en el parque y medir el comportamiento del mismo, recordando que  el año próximo se 
hará la instalación de las luminarias cedidas por la CNFL y en caso de presentarse problemas como  
a los que hacen referencia los vecinos, se solicitará la valoración de cierre controlado  con portón del 
Parque, (atendido por vecinos) en el entendido de que las zonas públicas son de libre acceso por lo 
cual no se puede negar el acceso a  ninguna persona bien sea esta de la comunidad vecina o no, ya 
que de acuerdo a La Ley de Construcciones, N° 833 del 4 de noviembre de 1949 y sus Reformas 
Artículo 37.- Parques y Jardines.  Los parques, jardines y paseos públicos son de libre acceso a 
todos los habitantes del país, los que al usarlos tienen la obligación de conservarlos en el mejor 
estado posible.   
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, comunica que la Arquitecta es muy seria en lo que 
hace, pero hace referencia a la reunión el 11 de setiembre, pero lo conversado en esa reunión no 
fue de conocimiento de todos los vecinos, porque ha esa reunión solo asistió Juan Luis Villegas, esta 
de acuerdo en brindar acceso libre a todas las personas porque es área publica.   
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, cuestiona que la nota de Ligia Franco, tiene una gran 
contradicción, el cierre aunque no puede ser oficial, si se puede hacer en la practica, para seguridad 
de los vecinos, se debe presupuestar las obras a realizar, porque tendrá la misma problemática de 
todos los parques.   
 
SE ACUERDA EN FORMA DEFINITIVA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES 
Hermes Zumbado, Ana Betty Valenciano, Flor Trejos, Juan Carlos Murillo Y UNO EN CONTRA 



DEL REGIDOR Francisco Villegas:  PRIMERO:  Avalar el Memorando UPU 063-2009 por medio 
del que la arquitecta Ligia Franco Garita.  SEGUNDO:  Remitir en respuesta al trámite 4785 de los 
vecinos de Calle La Labor.  
 
ARTICULO 10.  Se somete a votación el Oficio AM-M-1022-2009 del Alcalde Horacio Alvarado.  
Hemos recibido el oficio CL 65-2009, suscrito por el señor Jorge González González, Comité de 
Licitaciones, mediante el que notifica el artículo 2, del acta Nº30-2009, celebrada el 17 de diciembre 
de 2009.  Al respecto, después de revisar los antecedentes de la Licitación Abreviada Nº2009LA-
000018-01, denominada “Adquisición de sistema integrado, software base”. 
 
2009LA-000018-01 “Adquisición de sistema integrado, software base”.  Se conoce el memorando 
BYS 724-2009 de fecha 15 de Diciembre  del 2009, de la Unidad de Bienes y Servicios.  Después de 
analizar el respectivo expediente y tomando en cuenta que: 
 
1- La estimación presupuestaria del objeto contractual, no se realizó como lo dispone el artículo 8 
inciso d) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, pues el presente caso se requería 
de un servicio técnico y profesional con ejecución de más de un período presupuestario, lo que 
obligaba por razones de costo, a utilizar el tipo de ordinario de Licitación Pública, sin embargo se 
realizó una Licitación Abreviada. 
  
 2-En virtud de lo anterior resulta indispensable, incluir una cláusula cartelaria, que señalara 
claramente como Municipalidad, como se cancelaría cada módulo contrato, en función del contenido 
presupuestario, según los términos de los artículos 8 y 9 de la Ley y Reglamento de Contratación 
respectivamente, dada la magnitud del proyecto. 
 
De tal forma, recomendamos al Concejo:  Declarar desierto la Licitación Abreviada 2009LA-000018-
01 “Adquisición de sistema integrado, software base”, por las razones antes dichas, por razones de 
interés público, según lo dispone el artículo 29 de la citada Ley de Contratación. 
 

LICITACION ABREVIADA 2009LA-000018-01 “ADQUISICION DE SISTEMA  
INTEGRADO, SOFTWARE BASE” 

 
Requisito # Oficio Observaciones 

Acta y/o Acuerdo donde se autoriza el 
inicio del proceso de la compra o licitación. 

Folio 09 del 
expediente 

Fue aprobado por el Concejo Municipal, en la 
Sesión Ordinaria N°62-2009 con fecha del 20 de 
Octubre de 2009 

Invitación de Oferentes Folio 113 al 117  
y 119 del 

expediente. 
 
 

Se procedió a invitar por medio de correo 
electrónico: 
 
MICRO SISTEMAS ARIAS, S.A. 
GNE CORP. SOCIEDAD ANONIMA 
GBSYS, S.A. 
TECNOLOGIAS SMS 
GRUPO DE SOLUCIONES INFORMATICAS GSI, 
S.A 
MANUEL VEGA AGUILAR 



Requisito # Oficio Observaciones 

IXO DE COSTA RICA, S.A. 

Número de plicas (Ofertas) Folios 122  al 
696 del 
expediente 

Las ofertas presentadas para el concurso en marras 
fueron: 
 
Oferta#1: GBSYS, S.A. Cedula de Jurídica # 3-101-

088600 

Revisión Jurídica del Expediente. Folios 698 al 699 
del expediente 

La Dirección Jurídica por medio de memorando DJ-
391-2009 de fecha de recibido 25 de noviembre del 
presente año indica lo siguiente: 
 
Que la única oferta presentada cumple legal y 
reglamentariamente por lo que resulta elegible. No 
obstante lo anterior, se hace la observación que de 
conformidad con la jurisprudencia administrativa 
existente de parte de la Contraloría General de la 
Republica, es conveniente que en el análisis de una 
sola oferta recibida como es razonable en todos sus 
términos y se encuentra ajustada a las 
disposiciones sustanciales del pliego condiciones y 
al ordenamiento jurídico y de esa forma se pueda 
dictar el acto de adjudicación. Lógicamente, si lo 
anterior no ocurre también le asistirá a la 
Administración, la facultad de rechazar la oferta por 
ser inconveniente a las intereses tutelados, previo 
estudio técnico y económico y declarar desierta la 
contratación (Oficio 12442, DGSC-133-98, del 4 de 
noviembre del 1998)  

Aprobación  
Especificaciones Técnicas 

Folio 708 al 709   
del expediente. 
 
 

Que la encargado de la Unidad de Informática en su 
memorando ALIF0214N-2009 de fecha recibido 3 de 
Diciembre del 2009 indica: 
 
Que la oferta #1, La oferta es completa en cuanto a 
los aspectos técnicos solicitados por la 
municipalidad así como en cuanto al alcance del 
proyecto. 
 
Adjudicar la parcialmente iniciando con la Fase I del 
proyecto hasta el monto previamente 
presupuestado. 
 
Buscar el contenido presupuestario para el monto 
faltante y poder adjudicar la totalidad de la Fase I. 
 
Adjudicar el proyecto en su totalidad, iniciando con 
el presupuesto disponible para este año y buscar el 
contenido presupuestario para la continuidad del 
mismo durante los dos siguientes años. 



Requisito # Oficio Observaciones 

 
Se considera que el precio de la única recibida tiene 
razonabilidad  considerando el alcance que se 
pretende cubrir con este proyecto, los 
requerimientos solicitados en cuanto a la plataforma 
tecnológica y los equipos de proyecto  (en cantidad, 
perfiles técnicos y experiencia) que fueron 
solicitados y que estarían a cargo del desarrollo de 
este proyecto. 

Sistema de Calificación Folio 12 al 17 del 
expediente  

Las ofertas se valorarán de la siguiente manera: 
 

• Precio                                  50% 

• Experiencia de la firma       10% 

• Experiencia en software      10% 

• Experiencia en proyectos    10% 

• Evaluac. de solución  base  20%  

Adjudicación  Folio 110 En el artículo 13 del cartel indica, que será por el 
100% del ítem. 
 

Plazo máximo para adjudicar Folio 110 30 días hábiles después del acto de recibir las 
ofertas 5-01-2009 

Vigencia de la Oferta  Folio 111 30 días hábiles a partir de la fecha máxima para 
recibir las ofertas  5-01-2009 

Contenido presupuestario Folio 03  del 
expediente. 

En la solicitud de bienes y servicios y certificación 
de tesorería número  IF0028  se cuenta con un 
contenido presupuestario inicial de ¢ 75.000.000,00, 
para hacer frente a este proceso Setenta y cinco 
millones  de colones con 00/100).   

 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, precisa que era una Licitación Publica, pero se realizo 
como Licitación Abreviada, pero era el servicio técnico profesional o el software lo que se iba a 
contratar. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Declarar desierto la Licitación 
Abreviada 2009LA-000018-01 “Adquisición de sistema integrado, software base”, por las razones 
antes dichas, por razones de interés público, según lo dispone el Artículo 29 de la citada Ley de 
Contratación. 
 
ARTICULO 11.  Se somete a votación el Oficio AM-M-1024-2009 del Alcalde Horacio Alvarado.  
Hemos recibido el memorando MDU-055-2009, suscrito por el arquitecto Luis A. Bogantes Miranda, 
Coordinador de Desarrollo Urbano, por medio del que atiende lo solicitado mediante acuerdo tomado 
por ese Concejo durante la sesión ordinaria Nº62-2009, celebrada el 20 de octubre de 2009, en su 
artículo 6, en relación con el caso del señor José Antonio Rodríguez Rodríguez.   
 
En atención al Memorando AMA-M-23-2009 del Asesor de la alcaldía, Carlos Lanzas Quesada, en el 
que se establece un plazo de 8 días naturales para darle una respuesta al señor Jose Antonio 



Rodríguez Rodríguez, le solicito que le informe al señor Rodríguez Rodríguez, que antes de dar una 
respuesta definitiva, es necesario hacer una investigación y análisis de información de permisos de 
construcción, catastro de planos e inscripción en el Registro Público de la Propiedad del señor 
Gerardo Apolonio Rodríguez Arias y también de la propiedad del señor Jose Antonio Rodríguez 
Rodríguez, debido a hallazgos encontrados por esta Unidad en el presente caso, tales como: 
 

1. La existencia de un balcón o terraza de la casa del señor Jose Antonio Rodríguez Rodríguez 
ubicado cerca de la colindancia del señor Gerardo Apolonio Rodríguez Arias, que no se 
encuentra en los planos que motivaron el permiso de construcción de Jose Antonio, espacio 
sobre el que argumenta, le invaden la privacidad. 

 

2.  Si bien es cierto que don Jose Antonio había delimitado su lote, lote que le compro don 
Gerardo Apolonio, con muros y verjas posteriormente cuando construyo la casa debió 
construir una tapia a altura de cargador de ventana, según leyenda que se lee en los planos, 
para precisamente evitar invadir la privacidad del vecino debido a la cercanía de sus ventanas, 
tapia que no construyo don Jose Antonio y que corresponde a una norma del Reglamento de 
Construcciones y Código Civil que el mismo invoca y solicita que lo haga el vecino. 

 

3. Sobre el registro de los planos de catastro cuando se segrega un lote como el que compro 
don Jose Antonio a don Gerardo Apolonio, y posteriormente la inscripción de una propiedad 
en el registro público, se debe analizar la forma en que quedo el resto de la finca, y si cumplió 
con el visado municipal debido a que se cuestiono la información aportada.  Además de una 
servidumbre que dice don Jose Antonio que existe y que no se encuentra documentada en 
archivos municipales.  Una vez valorados y acreditados los aspectos anteriores, se procederá 
a emitir un informe final con sus respectivas recomendaciones. 

 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, detalla que en el Capítulo de Atención al Publico, se 
atendió a un vecino que denunciaba unas obras en colindancia con su propiedad, Luis Bogantes 
hace un informe preliminar, porque dice que se debe investigar.   
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, expresa que las indagaciones realizadas son muy 
pocas, parece que no ha realizado inspección de campo. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, establece que con el informe “están tratando de safar el 
lomo”, pero hubo una denuncia muy puntual, que se le debe dar respuesta, pero ahora se esta 
dando respuesta en contra del afectado, en la nota se hablaba de corrupción que eran puntos muy 
graves, de las obras realizadas sin permiso, que son ineficiencia de la Administración.   
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valencinao, entiende que se debe esperar el informe final en 
virtud de la nota del señor Jose Antonio Rodriguez.   
 
El Regidor Propietario Manuel Ortiz, respalda que debemos decir que es lo que queremos del 
Informe. 
 



SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Tomar nota y archivar.  
SEGUNDO:  Solicitar al Arq. Luis Bogantes, presentar el Informe en un plazo de 1 mes.  
 
ARTICULO 12.  Se somete a votación el Oficio MB-091-2009.  Conforme fuera requerido por este 
Concejo Municipal, procede este despacho legal a brindar respuesta a la consulta relacionada con el 
Recurso de Apelación con Nulidad Concomitante presentada por el señor Luis Bogantes Miranda 
contra la resolución AM-R-028-2009 dictada por el Alcalde Municipal. 
 
Conforme fuera requerido por este Concejo Municipal, procede este despacho legal a brindar 
respuesta a la consulta relacionada con el Recurso de Apelación con Nulidad Concomitante 
presentada por el señor Luis Bogantes Miranda contra la resolución AM-R-028-2009 dictada por el 
Alcalde Municipal, para lo cual se exponen las siguientes consideraciones: 
 
Cuestiones preliminares.  De previo a emitir criterio jurídico, ésta Asesoría Jurídica aclara que los 
alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera opinión jurídica sin que involucre un 
pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual puede ser adicionado o aclarado por 
éste órgano asesor, indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado al estudio 
de los documentos que constan en el expediente administrativo que se ha remitido a estudio.  
Analizado el memorial presentado por el señor Bogantes Miranda se verifica que existe un error 
material en la resolución que le da traslado al recurrente para que exponga sus agravios; ello por 
cuanto la impugnación que realiza el señor Miranda tiene como fin atacar la resolución AM-R-028-
2009 dictada por la Alcaldía Municipal de Belén, y no contra la resolución AM-031-2009 -que es  
aquella en la cual se le da curso a la apelación- como se indica en el acuerdo del Concejo Municipal 
tomado en la sesión ordinaria número 60-2009.  
 
Por lo anterior, debe entenderse y aclararse que la resolución impugnada es efectivamente la 
número AM-R-028-2009 de las once horas del 17 de julio de 2009 emitida por el Alcalde Municipal. 
 
PRIMERO: DE LOS AGRAVIOS MANIFESTADOS POR EL RECURRENTE. 
 
a) Indica el señor Bogantes Miranda que ratifica en todos sus extremos el recurso presentado en 
contra de la resolución AM-R-028-2009 visible a folios 248 a 258 del expediente administrativo, 
indicando como antecedentes los siguientes:  
 
I. Que en el informe de auditoría rendido mediante el oficio AI-05-2005 del 19 de enero de 2009, 

en el que se realiza la relación de hechos, se hecha de menos la metodología, alcance 
naturaleza y demás requisitos establecidos en el Manual de Normas de Auditoría para la 
Fiscalización de los Órganos de la Hacienda Pública emitidos por la Contraloría General de la 
República y la ley de control interno, el comentario final con la Unidad Evaluada, así como 
labor de campo. 

 
II. Que se da inicio al Procedimiento Administrativo con el expediente número Nº AM-R-005-

2009, y en la Resolución que termina el procedimiento (AM-R-028-2009) se indica que el 
expediente es el RH-AI-01-2009, por lo que considera que se causa indefensión.  

 



III. Que el día primero de abril de 2009 se notifica del auto inicial del procedimiento Administrativo 
Disciplinario del Órgano Director. Dicho documento de notificación es defectuoso y causa 
nulidad absoluta por cuanto no indica el lugar donde se instruirá el procedimiento, quien lo 
instruye, quien custodia el expediente, no indica la prueba documental con que se cuenta ni se 
previene el derecho de hacerse acompañar por un abogado, lo que considera, genera un vicio 
de nulidad absoluta. 

 
IV. Indica que mediante informe final de las ocho horas del día doce de junio de 2009, el Órgano 

Director del procedimiento remite a la Alcaldía dicho informe con el expediente completo 
instruido, lo que causa vicio de nulidad e indefensión, dado a que el recurrente alega que no 
se presentó a la Audiencia señalada por razones ajenas a su voluntad. 

 
V. Añade finalmente que mediante resolución AM-R-028-2009, se impone al recurrente quince 

días de suspensión sin goce de salario.   
 
b) Expuestos los anteriores “antecedentes” a juicio del recurrente, ratifica su recurso que abarca los 
siguientes agravios: 
 
I. Señala el señor Bogantes que la resolución AM-R-028-2009 en su parte final dispone que se 

confiere un plazo para impugnar de cinco días, siendo lo correcto ocho días, por lo que se le 
causa una indefensión al quebrantarse el debido proceso.  

 
II. Indica que existe una defectuosa sustanciación de la resolución AM-R-028-2009 por no 

fundamentarse la razón por la que no se da valor probatorio a la prueba testimonial recabada 
por el órgano director, lo que es violatorio del debido proceso. 

 
III. Considera que no es lógico ni concebible que el Órgano Director en su informe final no se 

refiera a la prueba recabada. Agrega que se atribuyó potestades, competencias y atribuciones 
que el ordenamiento jurídico no le confiere. Fundamenta su informe como una resolución, con 
resultando, considerando con hechos probados y por tanto, como si fuera una resolución de 
órgano decisor. 

 
IV. Que la resolución del Alcalde Municipal como Órgano Decisor es una copia del informe del 

Órgano Director, contrario al principio de sana crítica racional, principio de proporcionalidad y 
principio de juez natural, defectuosa sustanciación; causando con ello indefensión y quebranto 
al debido proceso.  

 
V. No se aplica la sana crítica en la motivación de la resolución y análisis del cuadro fáctico, de la 

prueba como de la normativa por los siguientes motivos: a) no se consideró que el trámite de 
la solicitud de permisos de construcción está regulado por el Reglamento para el otorgamiento 
de permisos de construcción de la Municipalidad de Belén, donde se establecen los requisitos 
por cumplir por el administrado. Si el administrado cumple los requisitos, debe otorgarse el 
permiso, dado a que es un acto reglado y la disponibilidad de agua es uno de estos requisitos, 
misma que fue aprobada por la señora Ing. Rosa Palma. b) No se consideró las 
disponibilidades de agua otorgadas para cada permiso, como puede apreciarse del 



expediente administrativo, no se obtuvo criterio de la Unidad Técnica de Acueductos, ni el 
criterio de la Unidad Técnica de la Dirección del Área de Servicios Públicos. c) La 
fundamentación es incoherente al no analizarse lo establecido el la ley 8220 de Protección al 
Ciudadano respecto al exceso de trámites y requisitos en sus artículos 2, 3, 4 y 9. Lo anterior 
si se toma en cuenta que los documentos donde se otorgan las disponibilidades de agua son 
idénticos a los emitidos para permisos del mismo proyecto, lo que se acredita si se observa el 
oficio ASP-141-2009 del Área de Servicios Públicos. d) No se fundamenta adecuadamente el 
acto sancionador, dado a que no existe un expediente único, del cual se pueda informar al 
funcionario a cargo de un proceso, sobre el estado de trámites en otras áreas de la 
Municipalidad, como lo establece el artículo 272 de la Ley General de la Administración 
Pública. 

 
c) En el memorial de exposición de agravios presentado en razón de la audiencia conferida por el 
Concejo Municipal en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 150 inciso c) vigente al momento 
de formularse el recurso, plantea el recurrente una Excepción de prescripción, por considerar que se 
excede el plazo indicado en el artículo 603 del Código de Trabajo, jurisprudencialmente aplicado a 
las relaciones de servicio público, por considerar que se excede del plazo de un mes para aplicar la 
sanción desde que se tuvo conocimiento de la falta.  
 
TERCERO: SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO.  Con el fin brindar una adecuada respuesta al 
recurso presentado, procede este despacho a referirse en primer término a la excepción de 
prescripción interpuesta por el señor Luis Bogantes Miranda. En tal sentido, para verificar el plazo de 
prescripción que opera en el caso en estudio, se debe tomar en cuenta el aspecto subjetivo, ya que 
de forma normativa, así como jurisprudencialmente se determina que el mismo varía según la 
condición del funcionario.  
 
I. DE LA PRESCRIPCION DE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA (DISICIPLINARIA) Y 
CIVIL) PARA FUNCIONARIOS DE LA HACIENDA PUBLICA.  Los funcionarios (as) públicos (as), 
deben cumplir con una serie de deberes, obligaciones y funciones propias del cargo que 
desempeñan, de tal forma que el incumplimiento, omisión, inactividad o la conducta abusiva, pueden 
generar faltas o infracciones que derivan en responsabilidad administrativa (disciplinaria), civil o 
penal, puede ser una o varias, según el caso de que se trate.  Un aspecto importante de recalcar, es 
que existe un plazo para tramitar el procedimiento disciplinario para los funcionarios no vinculados 
con el manejo, administración, custodia o fiscalización de fondos públicos y otro para los llamados 
funcionarios de la hacienda pública que son precisamente los que ejercen dichas actividades 
relacionadas con el manejo de hacienda pública (fondos y presupuestos públicos). 
 
En el mismo sentido, existe un plazo de prescripción para que la Administración pública, pueda 
ejercer la acción de regreso o reintegro en contra de un funcionario (a) que en el ejercicio de sus 
funciones o por una omisión, le cause a la institución para la que labora un daño o perjuicio.  En 
cuanto al régimen sancionador por eventuales faltas disciplinarias de funcionarios no vinculados a la 
hacienda pública, el jerarca tiene un mes para iniciar el procedimiento, que se contará desde que se 
dio la causa para la separación o bien desde que los hechos fueron conocidos. De igual forma 
tendrá un mes para sancionar una vez concluido el procedimiento respectivo. En ese sentido es 
aplicable el alcance del artículo 603 del Código de Trabajo, que al respecto señala:  “…Los derechos 



y acciones de los patronos para despedir justificadamente a los trabajadores o para disciplinar sus 
faltas prescriben en un mes, que comenzará a correr desde que se dio causa para la separación o, 
en su caso, desde que fueron conocidos los hechos que dieron lugar a la corrección disciplinaria….”. 

 
En el caso del personal vinculado con la hacienda pública, la responsabilidad administrativa 
(disciplinaria) por las acciones u omisiones que origen faltas, prescriben en el plazo de cinco años a 
partir de la comisión del hecho, si el mismo es un hecho público o notorio, o para casos más 
complejos a partir de un estudio de auditoría o de un informe que sea puesto en conocimiento del 
jerarca respectivo.  El artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (Ley 
No 7428 del 7 de agosto de 1994 y sus reformas), señala lo siguiente:  “… La responsabilidad 
administrativa del funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley y en el ordenamiento 
de control y fiscalización superiores, prescribirá de acuerdo con las siguientes reglas: 
 
a) En los casos en que el hecho irregular sea notorio, la responsabilidad prescribirá en cinco años, 
contados a partir del acaecimiento del hecho. 
b) En los casos en que el hecho irregular no sea notorio –entendido este como aquel hecho que 
requiere una indagación o un estudio de auditoría para informar de su posible irregularidad- la 
responsabilidad prescribirá en cinco años, contados a partir de la fecha en que el informe sobre la 
indagación o la auditoría respectiva se ponga en conocimiento del jerarca o el funcionario 
competente para dar inicio al procedimiento respectivo.  La prescripción se interrumpirá, con efectos 
continuados, por la notificación al presunto responsable del acto que acuerde el inicio del 
procedimiento administrativo.  Cuando el autor de la falta sea el jerarca, el plazo empezará a correr 
a partir de la fecha en que él termine su relación de servicio con el ente, la empresa o el órgano 
respectivo.  Se reputará como falta grave del funcionario competente para iniciar el procedimiento 
sancionatorio, el no darle inicio a este oportunamente o el dejar que la responsabilidad del infractor 
prescriba, sin causa justificada….”. 

 
En referencia a los alcances del numeral 71 antes citado, la Procuraduría General de la República, 
en el Manual de Procedimiento Administrativo, año 2006, página 224, ha sostenido en lo 
conducente:  “…Así las cosas, tomando en consideración las especiales atribuciones que la 
Constitución Política le ha asignado a la Contraloría General de la República en lo que respecta a la 
vigilancia en el manejo de fondos públicos y en la gestión financiera de la Administración Pública, y 
especialmente el control del personal que “recibe, custodia, paga o administra bienes o valores del 
Estado” ( Resolución No 2000-06326 de las 16 horas con 18 minutos del 19 de julio del 2000, de la 
Sala Constitucional), podemos afirmar categóricamente que el artículo 71 de la citada Ley No 7428, 
resulta única y exclusivamente aplicable en el caso concreto y específico de aquellos funcionarios o 
servidores de la Hacienda Pública, es decir, a los que tienen a su cargo el manejo y disposición de 
fondos públicos (Ver entre otras, las resoluciones Nos 6750-97, 06843-98, 2001-07516 y 2003-
04367 op cit, de la Sala Constitucional y las 2000-00949 de las 08:20 horas del 24 de noviembre del 
2000, 2001-00283 de las 10:00 horas del 30 de mayo del 2001 y 2003-00669 de las 09:20 del 13 de 
noviembre del 2003, de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, así como los 
pronunciamientos C-340-2002 y C-344-2002 de la Procuraduría General de la República)... 
 
En lo que toca a la responsabilidad civil, el artículo 74  de la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República dispone: “…El régimen de responsabilidad civil del servidor, por daños causados a 



los sujetos pasivos o a terceros, será el establecido en el ordenamiento de control y fiscalización 
contemplado en la presente Ley y en la Ley General de la Administración Pública….”.  Valorando 
que el funcionario Luis Bogantes Miranda es el Coordinador de la Unidad de Control Desarrollo 
Urbano, encargada de realizar las fiscalizaciones de las construcciones que se realizan en el cantón 
de Belén, tanto a nivel de control constructivo como tributario, en la medida que la Unidad a su cargo 
es la responsable de fiscalizar la valoración de las obras constructivas realizadas en el Municipio, 
resulta más que evidente que el funcionario Bogantes Miranda en definitiva está vinculado con la 
hacienda pública.  Como primer aspecto a considerar para llegar a esta conclusión debe analizarse 
cual es concepto de Hacienda Pública utilizado para este análisis. Como lo indicó la Procuraduría 
General de la República en el dictamen número C-269-2003 de 12 de septiembre de 2003, el 
término "Hacienda Pública" puede ser definido a partir de diversos criterios: institucional, orgánico, 
funcional y ordinamental.  

“El criterio orgánico hace referencia a los organismos que forman parte de la Hacienda Pública. 
Entes que satisfacen los fines públicos correspondientes mediante recursos de carácter público. Se 
trata esencialmente del Estado y los demás entes públicos o bien, entes privados que reciben 
transferencias de los presupuestos públicos o que administran o custodian fondos públicos.  Por el 
contrario, el criterio objetivo hace alusión sobre todo al patrimonio del organismo y por ende, al 
conjunto de derechos y obligaciones de contenido económico de que es titular el organismo.  El 
criterio funcional está determinado por la actividad financiera, ya se le considere como "conjunto de 
funciones dirigida a la organización y administración de los derechos y obligaciones de contenido 
económico de los entes públicos…." (M. T. SOLER ROCH, Voz Hacienda Pública, Enciclopedia 
Jurídica Básica, II, Editorial Civitas, 1995, p. 3293). O bien, como la acción de las entidades públicas 
dirigida a la obtención e inversión de los medios económicos destinados a financiar las funciones 
públicas y los servicios públicos. 

Desde el punto de vista ordinamental, la Hacienda Pública es el ordenamiento jurídico que regula lo 
relativo al gasto público, el Tesoro Público, la actividad financiera, tributaria y presupuestaria de los 
entes públicos. Puede considerarse que la Hacienda Pública es un subsistema del ordenamiento 
jurídico.  En sentido institucional reafirma ese carácter, ya que la Hacienda Pública es: "el 
ordenamiento jurídico de los recursos económicos de que disponen el Estado y los demás entes 
públicos para la satisfacción de las necesidades colectivas. O, si se prefiere, de modo más sintético, 
el ordenamiento jurídico de los recursos financieros públicos. Es decir, en este sentido, hacienda 
pública es lo mismo que ordenamiento jurídico-financiero, que derecho Financiero, en sentido 
estricto". 1997…",L, SANCHEZ SERRANO: Tratado de Derecho Financiero y Tributario 
Constitucional, I, Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales S.A, Madrid, p. 52.” 

Para efectos de unificar los criterios en solo concepto podemos partir de la regulación normativa 
contemplada en el artículo 8 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, en el cual 
se contemplan las cinco definiciones expuestas, norma que al efecto dispone:  

"Artículo 8.- 

Hacienda Pública  



La Hacienda Pública estará constituida por los fondos públicos, las potestades para percibir, 
administrar, custodiar, conservar, manejar, gastar e invertir tales fondos y las normas jurídicas, 
administrativas y financieras, relativas al proceso presupuestario, la contratación administrativa, el 
control interno y externo y la responsabilidad de los funcionarios públicos.  Respecto a los entes 
públicos no estatales, las sociedades con participación minoritaria del sector público o las entidades 
privadas, únicamente formarán parte de la Hacienda Pública los recursos que administren o 
dispongan, por cualquier título, para conseguir sus fines y que hayan sido transferidos o puestos a 
su disposición, mediante norma o partida presupuestaria, por los Poderes del Estado, sus 
dependencias y órganos auxiliares, el Tribunal Supremo de Elecciones, la administración 
descentralizada, las universidades estatales, las municipalidades y los bancos del Estado. Los 
recursos de origen distinto de los indicados no integran la Hacienda Pública; en consecuencia, el 
régimen jurídico aplicable a esas entidades es el contenido en las Leyes que las crearon o los 
ordenamientos especiales que las regulan.  

El patrimonio público será el universo constituido por los fondos públicos y los pasivos a cargo de los 
sujetos componentes de la Hacienda Pública. Serán sujetos componentes de la Hacienda Pública, el 
Estado y los demás entes u órganos públicos, estatales o no, y las empresas públicas, así como los 
sujetos de Derecho Privado, en cuanto administren o custodien fondos públicos por cualquier título, 
con las salvedades establecidas en el párrafo anterior".  Partiendo de esta definición amplia de 
Hacienda Pública, que además es de naturaleza normativa, podemos apreciar que la misma 
comprende dos grandes facetas: por un lado la naturaleza intrínseca que por destino tienen los 
fondos públicos a que hace referencia el artículo 9 de la misma Ley, y por otro lado abarca los 
sujetos que ejercen las potestades públicas relativas a la administración de dichos fondos, lo cual 
abarca el proceso presupuestario, el control fiscal y tributario, la contratación administrativa y por 
supuesto los controles sobre la Hacienda Pública. 

Siendo así es claro que el señor Luis Bogantes Miranda ocupa un cargo vinculado a la Hacienda 
Pública, siendo que el concepto de cargos de la Hacienda Pública abarcaría tanto a las personas 
que son retribuidos con fondos públicos como aquellas que ocupan cargos o puestos en los que se 
ejerzan las potestades para percibir, administrar, custodiar, conservar, manejar, gastar e invertir tales 
fondos públicos y aplicar las normas jurídicas, administrativas y financieras, relativas al proceso 
presupuestario, la contratación administrativa, el control interno y externo y la responsabilidad de los 
funcionarios públicos; ello en la medida que es el Coordinador de la Unidad de Control y Desarrollo 
Urbano, y por consiguiente de conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 inciso b) de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la República (Ley No 7428 del 7 de agosto de 1994 y sus 
reformas), cualquier responsabilidad relacionada con ese concepto de Hacienda Publica prescribiría 
a los CINCO AÑOS después de que se conociera el informe de Auditoría Interna RH-AI-01-2009 
denominado PERMISOS DE CONSTRUCCION PARA VIVIENDAS EN EL CONDOMINIO 
HACIENDAS DE LA RIBERA, plazo que no ha transcurrido y que en consecuencia lleva a rechazar 
el argumento del recurrente respecto de la excepción de prescripción. 
 
II. SOBRE LA NULIDAD ALEGADA.  Señala el recurrente que el procedimiento administrativo 
disciplinario llevado en su contra se encuentra viciado de nulidad alegando una reducción del plazo 
concedido para recurrir la resolución AM-R-028-2009.  Como primer punto, debe indicarse que 
efectivamente se incluyó en la resolución un plazo de cinco días y no uno de ocho como legalmente 



se establece; sin embargo analizado en detalle lo actuado tanto por la administración como por el 
mismo funcionario investigado, es posible constatar dos situaciones: en primer estamos en 
presencia de un mero error material, donde no existió la intención de causar un daño al debido 
proceso del funcionario. En segundo lugar debe considerarse que no existe nulidad por la nulidad 
misma, esto es que no se puede alegar la nulidad cuando no se despliegan efectos negativos que 
causen un daño al derecho de defensa del funcionario objeto del proceso. En tal sentido la Sala 
Primera de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia número 398-F-02 de las quince horas diez 
minutos del dieciséis de mayo del año dos mil dos, señaló:  
 
“En tesis de principio, la nulidad por la nulidad misma no existe, para que ello ocurra, es menester 
que se hayan omitido formalidades sustanciales, entendiendo por tales, aquellas “cuya realización 
correcta hubiere impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes o cuya omisión 
causare indefensión” (artículos 166  y 223 ibídem) situaciones que, en la especie, se echan de 
menos. El recurrente no procuró prueba en ese sentido y su derecho de defensa, en los aspectos a 
que el recurso se contrae, fue respetado como más adelante se expone.”  Siendo así es claro que no 
se limitó derecho alguno de defensa al señor Bogantes Miranda, dado que mediante el recurso 
presentado se verifica el correcto ejercicio de su derecho de defensa y debido proceso, siendo que 
mediante resolución AM-R-031-2009 la Alcaldía Municipal aclara que habiendo sido presentado el 
recurso en el plazo de ocho días hábiles dispuesto por el inciso a) del artículo 150 del Código 
Municipal, el mismo se admite a pesar de que la resolución cuestionada indicaba un plazo inferior, 
con lo cual no se le causa indefensión al recurrente; por lo que en cuanto a este extremo debe 
declararse sin lugar el recurso.  
 
III. SOBRE LA DEFECTUOSA SUSTANCIACIÓN POR NO FUNDAMENTARSE LA RAZÓN POR 
LA QUE NO SE DA VALOR PROBATORIO A LA PRUEBA TESTIMONIAL RECABADA POR EL 
ÓRGANO DIRECTOR.  En el escrito de apelación presentado, el recurrente alega la existencia de 
una defectuosa sustanciación, misma que considera, se da por no fundamentarse en la resolución 
imúgnada la razón por la cual no se da valor probatorio a la prueba testimonial. Este argumento no 
es de recibo. El principio de sustanciación se refiere a la realización del proceso, a la realización de 
las pruebas en el proceso, de las etapas del mismo. En el caso presente se alega una vulneración al 
principio en razón de consideraciones que no tienen relación con el principio de comentario.  Ahora 
bien, incorporando la argumentación de que existe violación al principio de sustanciación por no 
fundamentarse la razón por la que no se da valor probatorio a la prueba testimonial, la misma se 
haya incompleta, ello por cuanto no se indica cual testimonio fue obviado y las razones por las 
cuales su incorporación darían como resultado una resolución diferente. Considérese en este punto 
que el Alcalde Municipal al dictar la resolución AM-R-028-2009 valoró integralmente la prueba que 
constaba en el expediente, siendo su criterio que el mérito de lo actuado lo llevó a ponderar la 
decisión de imponer la sanción que finalmente se adopta, lo cual si se encuentra debidamente 
motivado. 
 
IV. SOBRE LAS ATRIBUCIONES DEL ÓRGANO DIRECTOR.  Señala el recurrente que el órgano 
director asumió atribuciones que no le corresponden como instructor del procedimiento. Considera 
que el órgano director funda el informe como una resolución por incorporar “defectuosamente” 
acápites de “considerando” y “por tanto”. Considera que se aleja de un adecuado informe final de 
relación de hechos y “se constituye en un formato de acto decisor y no de un informe de 



instrucción del procedimiento, siendo totalmente inadecuado y defectuoso, constituyéndose 
un vicio de nulidad absoluta.”  En cuanto a este extremo es preciso indicar que a pesar de que el 
órgano director no utilizó propiamente formato informativo, y se acogió a uno de resolución, lo cierto 
del caso es que ese informe no está dirigido más que al órgano decisor, a efectos de que sea este 
último quien adopte una decisión y dicte la resolución final. Así las cosas, si bien es cierto esta 
“técnica” empleada por el órgano director no es la más adecuada, esto no afecta ni el derecho de 
defensa del funcionario investigado, ni tampoco las potestades del órgano que decide, en este caso 
el Alcalde Municipal, porque tal informe no es vinculante ni respecto de la forma, ni respecto al 
fondo.  
 
Tanto es así, que es posible constatar que el recurrente ataca el informe final del órgano director y 
no la resolución AM-R-028-2009 emitida por el órgano decisor. Dicho ataque se da por el “formato” y 
no por la forma misma, sin indicar en que reside la supuesta violación a su derecho de defensa y 
debido proceso.  Por lo tanto el hecho de que la resolución incluya “resultandos” y “considerandos” 
no genera nulidad alguna del informe presentado por el órgano director, siendo que en todo caso la 
decisión recae únicamente sobre el órgano decisor, quien incluso puede resolver diferente a la 
recomendación realizada. En ese orden de ideas, la Procuraduría General de la República ha 
indicado:  “A modo de reflexión final, conviene subrayar que en modo alguno, el informe del órgano 
director vincula o condiciona la decisión del Jerarca. Ya en nuestros dictámenes se ha señalado que 
el informe final del órgano director, en caso de contener recomendaciones en torno a la posibilidad 
de sancionar o no al funcionario, no tienen carácter obligatorio para el Jerarca, quien –atendiendo su 
propia valoración tanto de las pruebas recabadas en el procedimiento administrativo, como de la 
gravedad de las faltas– puede apartarse de ellas. Transcribimos lo establecido en el dictamen C-
215-98 del 16 de octubre de 1998: 

  
“Se consulta, además, si un órgano director puede tomarse la atribución de hacer recomendaciones 
que atentan contra la estabilidad laboral de un funcionario, como es el recomendar un despido sin 
responsabilidad personal.  En cuanto a la posibilidad de que se emitan recomendaciones se 
considera que ello no tiene trascendencia jurídica. En primer término, la Ley General no dispone la 
necesidad de que dicho órgano emita pronunciamiento sobre el fondo del asunto, ya que su 
competencia se encuentra limita a la tramitación del procedimiento con todas sus incidencias. De 
otra parte, al tratarse de simples recomendaciones, que el órgano decisor puede acogerlas o no, y 
siendo un acto de trámite, éstas no tienen relevancia, ni dentro del procedimiento, ni en la decisión 
fina.“  Por lo anterior, debe declararse sin lugar el reclamo en cuanto a este extremo.  
 
V. VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE SANA CRÍTICA RACIONAL, PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD Y PRINCIPIO DE JUEZ NATURAL, DEFECTUOSA SUSTANCIACIÓN 
CAUSANDO INDEFENSIÓN Y QUEBRANTO AL DEBIDO PROCESO.  En cuanto a este apartado, 
el recurrente señala en apariencia numerosas violaciones al debido proceso, sin indicar las razones 
de cada una en específico, limitándose a indicar que el Alcalde Municipal como Órgano Decisor 
realizó un “copy me¡” del informe del Órgano Director, sin dejar claro que significa esta figura 
entrecomillada. En tal sentido, los recursos deben fundarse en razones de legalidad e indicar las 
normas vulneradas, lo que se extraña en el presente recurso. Ahora bien, se reitera en todos sus 
extremos el acápite anterior en cuanto a que las medidas y decisión tomadas corresponden única y 
exclusivamente al Órgano Decisor como responsable de dictar la resolución final. 



 
VI. ÚNICO ARGUMENTO POR EL FONDO.  Considera el recurrente que a) no se consideró que el 
trámite de la solicitud de permisos de construcción está regulado por el Reglamento para el 
otorgamiento de permisos de construcción de la Municipalidad de Belén, donde se establecen los 
requisitos por cumplir por el administrado. Si el administrado cumple los requisitos, debe otorgarse el 
permiso, dado a que es un acto reglado y la disponibilidad de agua es uno de estos requisitos, 
misma que fue aprobada por la señora Ing. Rosa Palma. b) No se consideró las disponibilidades de 
agua otorgadas para cada permiso, como puede apreciarse del expediente administrativo, no se 
obtuvo criterio de la Unidad Técnica de Acueductos, ni el criterio de la Unidad Técnica de la 
Dirección del Área de Servicios Públicos. c) La fundamentación es incoherente al no analizarse lo 
establecido el la ley 8220 de Protección al Ciudadano respecto al exceso de trámites y requisitos en 
sus artículos 2, 3, 4 y 9. Lo anterior si se toma en cuenta que los documentos donde se otorgan las 
disponibilidades de agua son idénticos a los emitidos para permisos del mismo proyecto, lo que se 
acredita si se observa el oficio ASP-141-2009 del Área de Servicios Públicos. d) No se fundamenta 
adecuadamente el acto sancionador, dado a que no existe un expediente único, del cual se pueda 
informar al funcionario a cargo de un proceso, sobre el estado de trámites en otras áreas de la 
Municipalidad, como lo establece el artículo 272 de la Ley General de la Administración Pública.  
 
Con el objeto de resolver en este extremo los alegatos del recurrente, es necesario referirse a los 
hechos que se tienen por probados en el presente asunto. Del material probatorio existente en autos 
se tienen por demostrados los siguientes hechos:  
  
1- Que la Municipalidad de Belén, a través del Concejo Municipal, otorgó el visto bueno para la 

construcción del Condominio Haciendas La Rivera condicionado a las primeras 26 
viviendas del proyecto se construyeran con tanque séptico y que la empresa 
desarrolladora construyera una planta de tratamiento de aguas residuales en un plazo 
máximo de 36 meses. (Ver art. 10 de Sesión Ordinaria número 64-2004 del 12 de octubre 
de 2004, visible a folios 20 al 32 de este expediente).    

2- En ejecución de lo anterior, al 08 de enero del 2007, se habían otorgado los permisos para la 
construcción de esas 26 viviendas, con tanque séptico. (Ver los folios del 41 al 66.)  

3- Que entre el 8 de enero de 2007 y el 19 de octubre de 2007, sin que se hubiera cumplido 
el compromiso de construcción de la planta de tratamiento referida en el hecho primero 
anterior, la Unidad de Control y Desarrollo Urbano, a cargo del Expedientado Luis 
Bogantes Miranda, aprobó 24 permisos más para vivienda, también con tanque séptico 
(folios 67 al 90), para un total, sin embargo, de 50 permisos de construcción. Según las 
copias de esos permisos que constan en los expedientes, 44 de ellos fueron firmados por el 
Coordinador de Control y Desarrollo Urbano. (Ver folios 041 al 090.)  

4- Que al 19 de octubre del 2007, no se había construido la planta de tratamiento, 
compromiso que había adquirido el desarrollador y cuya fiscalización  corresponde al 
expedientado como Coordinador de Control y Desarrollo Urbano,  y además había 
autorizado un exceso de treinta y cuatro permisos de construcción sin que el 
desarrollador hubiese construido la planta de tratamiento. Esa obra fue construida por el 
desarrollador  posteriormente y aceptada por la Dirección de Servicios Públicos, el 14 de Julio 
del 2008, según oficio ASP- 290-2008. (Ver FOLIOS 011 y 013 de la relación de hechos y 
oficio AS 090- MCM -2008 de folio catorce de la relación de hechos). 



5- Que entre el 27 de julio y el 19 de octubre del 2007, Control y Desarrollo Urbano otorgó 10 
permisos para la construcción de viviendas, en ese proyecto, específicamente los permisos 
No. 7393, 7394, 7405, 7411, 7421, 7428, 7432, 7433, 7457, 7458. (Ver copia de esos 
permisos en los folios 081 al 090) sin que al 19 de octubre del 2007 hubieran sido aprobadas 
por parte del Concejo, las nuevas 40 pajas de agua para el proyecto. Esas 40 pajas fueron 
autorizadas en julio del 2008, según se indica en la relación de  hechos numero 2.16, visible al 
folio 7 del informe de Auditoria AI 05-2009, que dio origen a esta investigación.  

6- Que los 10 permisos citados en el hecho anterior, fueron tramitados con base en 
disponibilidad de aguas individuales autorizadas por el proceso de Acueducto, de las cuales 
seis de ellas (según oficios AC-194-07 (sic), AC-196-07 (sic), AC 197-07 (sic), AC- 198-07 
(sic), AC-199-07 (sic), AC-208-07 (sic) ) se encontraban vencidas al momento de 
otorgarse el permiso., ya que conforme los oficios citados la disponibilidad tiene una 
vigencia de seis meses a partir de su emisión, según el articulo 6) inciso f) del 
Reglamento para la Operación y Administración del Acueducto de la Municipalidad de 
Belén , y todos los oficios citados tiene fecha 3 de julio del 2006, por lo que estaban 
vencidos al momento en que la Unidad de Desarrollo Urbano concedió los permisos 
dichos   (Ver folios 107 al 112).   

7- Que, además de lo dicho, según se aprecia en esos oficios, esas 10 disponibilidades, 
fueron concedidas a personas diferentes al solicitante del permiso de construcción. 
Los permisos de construcción fueron requeridos por el Banco Improsa S.A.; por medio 
del desarrollador, Desarrollos Técnicos S.A. (Ver copias certificadas de esas solicitudes 
de permisos, en los folios 117 al 127). Las solicitudes de disponibilidad de agua fueron 
presentadas y firmadas por personas diferentes al dueño de la propiedad (Banco 
Improsa S.A.) y al desarrollador autorizado (Desarrollos Técnicos S.A) (Ver copias 
certificadas de las solicitudes de disponibilidad de agua No. 2769,  2772, 2773, 2774, 2775, 
2781, 2937, 2939 y 3448, en los folios 128 al 137 y copia de la solicitud 2771 en folio 138.)  
sin que la Jefatura de la Unidad de Desarrollo Urbano advirtiera de esa anomalía  

8- Que en un oficio sin número del 02 de mayo del 2008, el Inspector de Obras, Señor 
Concepción Fonseca, indicó, entre otros aspectos, que dos viviendas del proyecto, se 
construyeron en un 100 %, en las fincas filiales 63 y 87, sin el respectivo permiso de 
construcción. (Ver copia ese oficio en los folios 139 a 145 y testimonial del Concepción 
Fonseca en acta de audiencia oral y privada) 

9- Que el arquitecto Bogantes Miranda conoció del hecho anterior y no tomo acción 
alguna para impedir que los constructores continuaran y finalizaran la obra sin los 
permisos respectivos. (véase testimonial de Concepción Fonseca y de María Auxiliadora 
Zumbado Ramírez, en acta de audiencia oral y privada). 

10- Que el expedientado, ante la decisión del desarrollador de continuar y finalizar esas obras, sin 
el permiso respectivo, omitió ordenar el inicio de los procedimientos administrativos tendientes 
a poner a derecho las infracciones a la Ley de Construcciones y su Reglamento y con ello se 
ocasionó eventualmente un  perjuicio económico a la Municipalidad de Belén, ya que no 
consta en el expediente y en la información brindada al suscrito si se cobraron los impuestos 
respectivos por construcciones y sus respectivas multas, o no se realizó tal acción  

11- Que el Coordinador de Control  y Desarrollo Urbano, Arq. Bogantes Miranda, incumplió su 
obligación de vigilancia y fiscalización propias de su cargo (Ver testimoniales de señor 
Fonseca, señora Zumbado y señor Leitón en el acta  de la audiencia oral y privada realizada). 



 
De lo anterior se desprende que no lleva razón el recurrente. Desde el inicio del proyecto, se 
establecieron condiciones para resguardar el recurso hídrico y el impacto de las obras en el Cantón 
de Belén, como lo fue la realización de una planta de tratamiento. En tal sentido, no es cierto que el 
señor Bogantes desconociera la existencia de otros expedientes donde se llevaban a cabo el resto 
de las obras, ello por cuanto estaba encargado no solo de la aprobación sino también de la 
fiscalización de los permisos de construcción, por lo que tenía conocimiento del deber del 
desarrollador de construir la planta de tratamiento de aguas residuales antes indicada, siendo que 
aún si ella, otorga permisos de forma anómala. Por otro lado, se tiene verificado que el funcionario 
expedientado otorgó permisos de construcción sin que se hubieren aprobado las correspondientes 
pajas de agua, siendo entonces que no se encontraban los requisitos necesarios de construcción 
como lo es la disponibilidad de agua tal y como consta en autos. De lo anterior se desprende que el 
mismo no ejerció adecuadamente sus funciones de fiscalización y otorgamiento de permisos de 
construcción.  Más reprochable es aún el hecho de haberse otorgado permisos de construcción 
tomando en cuenta que las disponibilidades de agua se encontraban vencidas al momento del 
otorgamiento de seis de los permisos concedidos por el funcionario en mención, evidenciando una 
clara negligencia en el desarrollo de sus responsabilidades.  
 
En otro orden de ideas, el señor Bogantes no ejerció la potestad sancionadora de la administración 
en cuanto a las infracciones cometidas por el desarrollador. En este sentido, mediante inspección 
realizada por el señor Concepción Fonseca, se constato el desarrollo de obras sin el debido permiso, 
sin que el funcionario encargado no tomara las medidas que impidieren la prosecución de las 
actividades llevadas a cabo sin permiso municipal, entre ellas las multas económicas al efecto.  Por 
lo anterior, no es cierto que no exista una fundamentación correcta que inobserve la ley 8220, ello 
por cuanto se solicitaron, previo a la aprobación, medidas de mitigación sobre el impacto ambiental y 
relacionado con la disponibilidad de agua en el Cantón a fin de no causar posibles daños a los 
demás pobladores de Belén. En tal sentido, el funcionario invoca un alegato que no sirve siquiera de 
eximente de la responsabilidad en que incurre, ello por cuanto se constató que otorgó permisos de 
construcción sin realizarse la planta de tratamiento, así como basándose en disponibilidades 
individuales de agua vencidas al momento del otorgamiento, así como la no imposición de medidas 
que evitaran la realización de obras sin el correspondiente permiso de construcción.  
 
VI. DE  LA RESPONSABILIDAD DEL EXPEDIENTADO.  De la totalidad de los hechos 

investigados y los hechos que se tienen por probados se arriban a las siguientes 
conclusiones: 

 
a) Los entes municipales tienen conforme a la Ley de Construcciones vigentes, plena competencia 

para regular el desarrollo urbano y constructivo dentro de su territorio,  lo que se colige de la 
totalidad del artículo de la ley citada. (en especial artículos 1 y 87). 
 

b) La totalidad de las obras constructivas que se realicen deben de ajustarse a esa ley a la normas 
reglamentarias propia del la jurisdicción territorial en donde se localicen, para lo cual debe de 
contar con un licencia o permiso de construcción otorgada por la respectiva municipalidad.  
 



c) Que conforme a los artículos 83 y 87, de esa normativa, corresponde a los ingenieros 
municipales y a los inspectores de obras la vigilancia del apego a la legislación vigente. 
 

d) Que el señor Luis Bogantes Miranda en su condición de Coordinador de Control y Desarrollo 
Urbano de la Municipalidad de Belén, incumplió su obligación de vigilancia y fiscalización que le 
competían por su cargo en cuanto a los hechos probados numerados del uno al once, que le 
correspondían de conformidad con   los artículos 83 y 87 de la Ley de Construcciones, artículo 
14 y 17 del Reglamento para el Otorgamiento de Permisos de Construcción de la Municipalidad 
de Belén. 

 
VIII. DE LAS  SANCIONES A IMPONER.  Una vez constatado la existencia de una serie de 
anomalías y la responsabilidad del expedientado en la comisión de las mismas, corresponde analizar 
cuales normas han sido violadas y cual es la sanción que corresponde frente a tales 
incumplimientos.  Los incumplimientos señalados en los hechos probados, apartados del 1 al 11, 
constituyen una violación a los deberes propios del funcionario municipal conforme al articulo 147 del 
Código Municipal en sus incisos a) , b) y d) por cuanto este Órgano Director tiene por probado que el 
servidor investigado a actuado con poca o ninguna rigurosidad en la aplicación de las normas que 
rigen el Reglamento para el Otorgamiento de Permisos de  Construcciones de la Municipalidad de 
Belén,  puesto que  a pesar de conocer de la exigencia en el caso que nos ocupa de que la empresa 
desarrolladora construyera una planta de tratamiento de aguas continuó otorgando permisos de 
construcción en ese proyecto, sin que la empresa construyera tal obra, y teniendo pleno 
conocimiento de tal incumplimiento en incluso habiendo notificado tanto la Dirección Jurídico (véase 
oficio de la Unidad de Desarrollo Urbano DU 129-2006, como además de haber formado parte de la 
comisión que rindió informe a la Alcaldesa a.i, que sirvió  de base a su vez al informe AM 0-187-2006 
conocido en la Corporación Municipal, en  donde se recomendó advertir el desarrollador que debe 
de iniciar el trámite de la construcción de la planta de tratamiento de aguas residuales conforme al 
compromiso adquirido.  
 
Así mismo autorizó y concedió diez permisos de construcción, sin que el proyecto contara con la 
nuevas cuarenta pajas de agua autorizadas por el Concejo, amén de en seis de estos casos el 
requisito previo de disponibilidad de agua se encontraba vencido a la fecha en que otorgó los 
respectivos permisos así como que en dos casos no accionó según le correspondía ante 
construcciones que no contaban del todo con tales permisos y donde se desarrollaban obras (véase 
el elenco de hechos probados).  Esta falta de rigurosidad contraviene su obligación laboral contenida 
en el Reglamento Autónomo de Organización y de Servicios, que en su numeral 29 señala:   
 
 “Artículo 29. 
Conforme a lo dispuesto en otros artículos de este Reglamento, Ley General de la Administración 
Pública y de acuerdo con el Código de Trabajo y Código Municipal son obligación de los 
trabajadores: 
….. 
b) Ejecutar el trabajo con intensidad, cuidado, dedicación y esmero apropiado en la forma, tiempo y 
lugar convenidos.“ 
 



A su vez, el artículo 147 del Código Municipal en cuanto interesa, relacionado con las obligaciones 
de los servidores Municipales, señala (en lo que interesa y resulta aplicable al caso):  
 
“ARTÍCULO 147.- Son deberes de los servidores municipales: 

 
a) Respetar esta ley y sus reglamentos, así como cumplir las obligaciones vigentes en sus cargos. 
b) Prestar los servicios contratados con absoluta dedicación, intensidad y calidad, 
responsabilizándose de sus actos y ejecutando sus tareas y deberes con apego a los principios 
legales, morales y éticos. 
….. 
d) Garantizar, a la administración municipal, su compromiso en cuanto a la integridad y fidelidad en 
su trabajo la naturaleza que sea, en aras de lograr el cumplimiento de los objetivos y la misión de la 
municipalidad. 
…… 
g) Responder por los daños o perjuicios que puedan causar sus errores o los actos manifiestamente 
negligentes propios de su responsabilidad. … ” 
 
Finalmente .la Ley 8422, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito del Funcionario 
Público, señala un deber general para todo funcionario público el llamado deber de probidad , que 
define el articulo 3, a la letra : 
 
 “ARTÍCULO 3.- Deber de probidad 

 
El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público.  Este 
deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas 
prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los 
habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las 
potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de 
sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se 
desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de 
legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.” 
 
La responsabilidad del funcionario expedientado, resulta además definitivamente tipificada en esa 
misma Ley cuando en su artículo 38 señala: 

 
“ARTÍCULO 38.- Causales de responsabilidad administrativa 

 
Sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, 
tendrá responsabilidad administrativa el funcionario público que: 
(…) 

 
f) Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra 

entidad u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella…” 
 



IX. DE LA VALORACION DE LA SANCION IMPUESTA.  Una vez tipificada la conducta del 
expedientado resta establecer el régimen sancionatorio a imponer, en ese sentido corresponde 
aplicar eL régimen de servicio del expedientado, que es el  municipal, en ese sentido el Código 
Municipal señala en el artículo 149:  

 
“ARTÍCULO 149.- Para garantizar el buen servicio podrá imponerse cualquiera de las siguientes 
sanciones disciplinarias, según la gravedad de la falta: 
a) Amonestación verbal:  Se aplicará por faltas leves a juicio de las personas facultadas para 
imponer las sanciones, según lo determine el reglamento interno del trabajo. 
b) Amonestación escrita:  Se impondrá cuando el servidor haya merecido dos o más advertencias 
orales durante un mismo mes calendario o cuando las leyes del trabajo exijan que se le aperciba por 
escrito antes del despido, y en los demás casos que determinen las disposiciones reglamentarias 
vigentes. 
c) Suspensión del trabajo sin goce de sueldo hasta por quince días:  Se aplicará una vez 
escuchados el interesado y los compañeros de trabajo que él indique, en todos los casos en que, 
según las disposiciones reglamentarias vigentes, se cometa una falta de cierta gravedad contra los 
deberes impuestos por el contrato de trabajo (…) 
d) Despido sin responsabilidad patronal (…)” 

 
Dentro de este elenco de sanciones a imponer debe de graduarse la misma de conformidad con el 
Reglamento Autónomo de Organización y de Servicio de la Municipalidad de Belén,  capitulo XIII, en 
atención a la gravedad de la falta cometida.  Por lo anterior, a partir del elenco de hechos 
acreditados, es posible determinar  que las faltas cometidas por el expedientado, son de carácter 
GRAVE, ya que incumplió sus deberes de vigilancia en forma inexcusable,  teniendo en cuenta que 
conocía a fondo la situación del denominado proyecto Condominios Hacienda La Rivera; en ese 
sentido es que la conclusión de que la sanción a imponer es la que se indica en el inciso c del 
artículo 149 del Código Municipal; que además se dispone en el articulo 39 inciso c) y articulo 30 
inciso a) del  Reglamento Autónomo de Organización y de Servicio, es decir la suspensión del 
funcionario  por un plazo de QUINCE DIAS SIN GOCE DE SALARIO¸ resulta proporcional a la 
infracción cometida, sin que exista mérito para variar la misma. 
 
X. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  Con fundamento en lo previsto en los artículos 147 
incisos a), e), g), 149 inciso c), 151 del Código Municipal y 29 incisos c) y k) y 39, inciso c) y artículo 
30 inciso a) del Estatuto Autónomo de Organización y Servicios de la Municipalidad de Belén, es 
criterio de esta asesoría legal que los recomendable es que este Concejo Municipal resuelva: 
Primero: Declarar sin Lugar el Recurso de Apelación con Nulidad Concomitante presentada por el 
señor Luis Bogantes Miranda contra la resolución AM-R-028-2009 de las once horas del 17 de julio 
de 2009 emitida por el Alcalde Municipal. Segundo: De conformidad con lo dispuesto por el artículo 
150 inciso d) del Código Municipal, se da por agotada la vía administrativa. Tercero: Se devuelve el 
expediente administrativo a la Alcaldía Municipal. Cuarto: Se instruye a la Secretaria del Concejo 
Municipal para que Notifique lo resuelto al servidor municipal Luis Bogantes Miranda y Alcalde 
Municipal. 
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, especifica que es interesante el análisis del Asesor 
Legal, que es muy extenso, por su tecnicismo, es ilustrativo para quienes no son de la carrera del 



Derecho para aprender, esta recomendando no avalar el Recurso presentado por Luis Bogantes, 
aclara que no ha prescrito el tema, por tratarse de Hacienda Publica, establece que todo funcionario 
publico tiene responsabilidades afines a sus puestos, se dice que no hay un expediente completo del 
proyecto, porque este funcionario era responsable de sus decisiones, en estos temas falta la 
integración de la Unidad Ambiental, porque el proyecto tenia un gran impacto ambiental. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el Informe del 
Asesor Legal. SEGUNDO:  Con fundamento en lo previsto en los Artículos 147 incisos a), e), g), 149 
inciso c), 151 del Código Municipal y 29 incisos c) y k) y 39, inciso c) y artículo 30 inciso a) del 
Estatuto Autónomo de Organización y Servicios de la Municipalidad de Belén, resolver:  TERCERO:  
Declarar sin Lugar el Recurso de Apelación con Nulidad Concomitante presentada por el señor Luis 
Bogantes Miranda contra la Resolución AM-R-028-2009 de las once horas del 17 de julio de 2009 
emitida por el Alcalde Municipal.  CUARTO:  De conformidad con lo dispuesto por el Artículo 150 
inciso d) del Código Municipal, se da por agotada la vía administrativa.  QUINTO:  Se devuelve el 
expediente administrativo a la Alcaldía Municipal.  SEXTO:  Se instruye a la Secretaria del Concejo 
Municipal para que notifique lo resuelto al servidor municipal Luis Bogantes Miranda y al Alcalde 
Municipal. 
 
ARTICULO 13.  Se somete a votación el Oficio MB-093-2009.  De conformidad con el requerimiento 
realizado por este Concejo Municipal mediante acuerdo tomado en artículo 6 de la sesión ordinaria 
72-2009 del pasado 8 de diciembre, procede esta asesoría legal a rendir el criterio requerido a efecto 
de resolver una nueva gestión recursiva presentada por la señora Ana Cristina Jenkins Moreno en 
su calidad de Gerente con facultades de apoderada generalísima sin límite de suma de la entidad 
Ingenieros de Centroamérica Limitada INDECA, cédula jurídica número 3-101-8893 y representante 
del Consorcio INDECA TYPSA, en contra del acuerdo del Concejo Municipal tomado en la sesión 
67-2009, artículo 53, Capítulo VII. 
 
De conformidad con el requerimiento realizado por este Concejo Municipal mediante acuerdo 
tomado en artículo 6 de la sesión ordinaria 72-2009 del pasado 8 de diciembre, procede esta 
asesoría legal a rendir el criterio requerido a efecto de resolver una nueva gestión recursiva 
presentada por la señora Ana Cristina Jenkins Moreno en su calidad de Gerente con facultades de 
apoderada generalísima sin límite de suma de la entidad Ingenieros de Centroamérica Limitada 
INDECA, cédula jurídica número 3-101-8893 y representante del Consorcio INDECA TYPSA, en 
contra del acuerdo del Concejo Municipal tomado en la sesión 67-2009, artículo 53, Capítulo VII; 
para lo cual se expusieron las siguientes conclusiones:  De previo a emitir criterio jurídico, ésta 
Asesoría Jurídica aclara que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera 
opinión jurídica sin que involucre un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual 
puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor, indicando además que se basa en los 
aspectos consultados y limitado al estudio de los documentos que constan en el expediente 
administrativo que se ha remitido a estudio. 
 
PRIMERO: DEL ACUERDO OBJETO DE IMPUGNACIÓN:  Tal y como expuso esta asesoría legal 
en el informe MB.085-2009, mediante oficio DJ-378-2009 procedió la Dirección Jurídica procedió a 
realizar un estudio pormenorizado de las actuaciones administrativas y judiciales relacionadas con el 
reclamo y el proceso judicial de conocimiento que promueve la empresa del Consorcio INDECA 



TYPSA, siendo que en dicho oficio se llega  a la siguiente conclusión:  “Con base en la anterior 
cronología histórica del presente caso, fácilmente se puede identificar que el Consorcio INDECA 
TYPSA ha resumido su intención en firmar un finiquito, según lo autorizado por el Concejo Municipal, 
en la Sesión Ordinaria 19-2007 del 27 de marzo del 2007, mediante la cancelación de facturas sobre 
servicios profesionales, con ocasión de la ejecución de la Licitación Pública 01-2000, sin embargo, la 
Administración Municipal se ha visto  imposibilitada técnica y jurídicamente a pagar una suma 
adicional de la cancelada hasta la fecha al Consorcio, pues el único producto recibido y pagado, a 
entera satisfacción es el informe diagnóstico. 

 

Por otra parte ampliamente se le ha garantizado los derechos al tantas veces citado consorcio que 
ha tenido la oportunidad de alegar lo que considere oportuno, en las distintas instancias, sin 
embargo, no ha incorporado ningún elemento probatorio, o alegato que haga variar las acertadas 
posiciones municipales, dictadas hasta la fecha, además de que los actos que en este momento 
impugna ante el Concejo Municipal, son de mero trámite de ejecución, confirmación y ratificación, lo 
que de acuerdo al artículo 154, no resultan impugnables por esta vía.  En virtud de lo anterior 
reiteramos la recomendación inicial de no elevar el recurso de apelación ante la Jerarquía impropia 
del Tribunal Contencioso Administrativo, contra la Sesión Ordinaria 51-2009, artículo 14, formulado 
por el Consorcio INDECATYPSA, que dispuso declarar sin lugar  otro recurso de apelación 
planteado contra la resolución de la Alcaldía Municipal AM-R-025-2009, por resultar procesalmente 
improcedente.  Además de que respetuosamente solicitamos declarar sin lugar el recurso de 
revocatoria. ” 
 
A partir de dichas aclaraciones, este Concejo Municipal acordó con fundamento en lo dispuesto por 
el artículo 154 inciso b) del Código Municipal, rechazar de plano por improcedente el recurso de 
Revocatoria con Apelación en subsidio presentado por la señora Ana Cristina Jenkins Moreno en su 
calidad de Gerente con facultades de apoderada generalísima sin límite de suma de la entidad 
Ingenieros de Centroamérica Limitada INDECA, cédula jurídica número 3-101-8893 y representante 
del Consorcio INDECA TYPSA, en contra del acuerdo del Concejo Municipal tomado en la sesión 
51-2009, artículo catorce, Capítulo IV. 
 
SEGUNDO: DE LA IMPROCEDENCIA DEL RECURSO INTERPUESTO:  Tal y como ya se ha 
analizado en los criterios anteriormente rendidos, mediante oficio AM-O-016-2009, a los recurrentes 
se les informó que técnica y jurídicamente no era posible acceder al pago de las sumas pretendidas 
por ellos; y dado que ese memorial fue notificado el 28 de enero de 2009 sin que se presentara 
recurso alguno, es más que evidente que mismo había adquirido firmeza,  El Consorcio INDECA 
TYPSA argumenta en su recurso que el objeto de la pretensiones expuestas en el reclamo que se 
resuelve en el acuerdo impugnado es diferente al primero presentado; sin embargo con base en el 
informe rendido por la Dirección Jurídica es posible constatar que dicho argumento no es de recibo, 
y que por el contrario se pretende abrir el proceso recursivo que se cerró al quedar en firme el oficio 
AM-O-016-2009 que les fuera notificado el 28 de enero de 2009. 
 
En todo caso, resulta claro que en estas circunstancia los recursos ordinarios interpuestos por la 
representante del Consorcio INDECA TYPSA, en contra del acuerdo del Concejo Municipal tomado 
en la sesión 67-2009, artículo 53, Capítulo VII, son abiertamente improcedentes lo dispuesto por el 
artículo 154 inciso b) del Código Municipal, lo cual les fue aclarado expresamente en el acuerdo 



dicho.  Se le aclara a los recurrentes nuevamente que el acuerdo que se adopte carece de recursos 
ordinarios, de conformidad con lo dispuesto por el referido artículo 154 inciso b) del Código 
Municipal.  Lo resuelto deberá ser notificado a la recurrente al Fax señalado: 2226-9424. 
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, consulta cuando se agota la vía administrativa para 
INDECA TYPSA. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el Informe del 
Asesor Legal. SEGUNDO:  En todo caso, resulta claro que en estas circunstancia los recursos 
ordinarios interpuestos por la representante del Consorcio INDECA TYPSA, en contra del acuerdo 
del Concejo Municipal tomado en la sesión 67-2009, artículo 53, Capítulo VII, son abiertamente 
improcedentes lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) del Código Municipal, lo cual les fue aclarado 
expresamente en el acuerdo dicho.  Se le aclara a los recurrentes nuevamente que este acuerdo 
carece de recursos ordinarios, de conformidad con lo dispuesto por el referido artículo 154 inciso b) 
del Código Municipal.  Lo resuelto deberá ser notificado a la recurrente al Fax señalado: 2226-9424. 
 
ARTICULO 14.  Se somete a votación el Oficio CAGAJ-25-2009.  En cumplimiento a lo solicitado a 
esta Comisión por el Concejo Municipal en la Sesión Ordinaria 60-2009, artículo 29 donde se remite 
a la Comisión de Administración, Gobierno y Asuntos Jurídicos para análisis y recomendación la 
propuesta de Reglamento para el Descarte de Libros de la Biblioteca Municipal del Cantón de Belén. 
 
En cumplimiento a lo solicitado a esta Comisión por el Concejo Municipal en la Sesión Ordinaria 60-
2009, artículo 29 donde se remite a la Comisión de Administración, Gobierno y Asuntos Jurídicos 
para análisis y recomendación la propuesta de Reglamento para el Descarte de Libros de la 
Biblioteca Municipal del Cantón de Belén. 
 
CONSIDERANDO 
 
PRIMERO: Que la Biblioteca Municipal debe realizar periódicamente el proceso de expurgo de la 
colección de documentos; con la finalidad de mantenerla libre de material deteriorado, obsoleto o 
duplicado en exceso, y así aprovechar eficientemente el espacio físico para dar lugar a material 
actualizado. 
SEGUNDO: Que es función primordial de la Municipalidad, a través de la Biblioteca, establecer 
mecanismos de control documental que permitan el descarte del material. 
TERCERO: Que la Biblioteca Municipal no cuenta en la actualidad con un reglamento de descarte 
de documentos o libros. 
CUARTO: Que de conformidad con lo establecido en los artículos 13 incisos c) y d) Y 43 del Código 
Municipal, y 103 de la Ley General de la Administración Pública, corresponde al Concejo Municipal 
dictar los reglamentos y organizar mediante éstos, la prestación de los servicios públicos 
municipales. 
 
POR TANTO:  Se acuerda recomendar al Concejo Municipal conforme a las potestades que se le 
confieren, avalar la propuesta de Reglamento para el Descarte de Libros de la Biblioteca Municipal 
del Cantón de Belén. 
 



El Concejo Municipal de la Municipalidad del Cantón de Belén, conforme a las potestades conferidas 
por los artículos 4 inciso a), 13 incisos c) y e), y 17 incisos a) y h) del Código Municipal, Ley Nº 7794 
y el artículo 170 de la Constitución Política, acuerda emitir el: 
    

REGLAMENTO DE DESCARTE DE LOS FONDOS DOCUMENTALES DE LA BIBLIOTECA  
MUNICIPAL DE BELEN 

 
CONSIDERANDO: 

 
1°.- Que la Biblioteca Municipal del cantón de Belén es un Centro de Información que posee una 
amplia y diversa colección documental 
2°- Que la explosión de la información y la amplia oferta de fuentes documentales de las que se 
dispone, hacen inminente la continua revisión y expurgo de la colección.     
3°- Que la Biblioteca Municipal debe realizar el proceso de expurgo de la colección; para mantenerla 
libre de material deteriorado, obsoleto o duplicado en exceso, y así aprovechar eficientemente el 
espacio físico y dar lugar a material actualizado. 
4°- Que es función primordial de la Municipalidad, a través de la Biblioteca, el establecimiento de 
mecanismos de control documental que permitan el descarte del  material. 
5°- Que la Biblioteca Municipal no cuenta en la actualidad con un reglamento de descarte de 
documentos o libros. 
6°- Que de conformidad con lo establecido en los artículos 13 incisos c) y d) Y 43 del Código 
Municipal, y 103 de la Ley General de la Administración Pública, corresponde al Concejo Municipal 
dictar los reglamentos y organizar mediante éstos, la prestación de los servicios públicos 
municipales. 
 
POR TANTO: el Concejo Municipal conforme a las potestades dichas acuerda emitir el Reglamento 
de Descarte de los Fondos Documentales de la Biblioteca Municipal de Belén: 
  
Artículo 1º - Glosario.- Para efectos del presente Reglamento se entenderá por: 
 
1. Biblioteca Municipal de Belén: Unidad de Información y Documentación de la Municipalidad 

de Belén. 
2. Fondo documental y/o material documental: Es toda fuente de información bibliográfica, 

magnética, electrónica, electromagnética o de cualquier soporte que se encuentre a 
disposición  de las personas usuarias. 

3. Fondo antiguo: Primeras ediciones bibliográficas, consideradas patrimonio histórico.  
4. Fondo local: Documentos con información sobre el quehacer histórico, cultural y científico del 

cantón de Belén.  
5. Acervo bibliográfico: Conjunto de libros que conforman el patrimonio de la biblioteca.  
6. Procesamiento técnico de los documentos: Proceso de catalogación, clasificación e 

indización  de los fondos documentales.  
7. Catálogo topográfico: Catálogo que contiene una copia de la ficha principal de cada libro del 

acervo bibliográfico de la Biblioteca.  
8. Descarte: Es la eliminación oficial de cualquier material documental del acervo y de los 

registros de los fondos bibliotecarios, que no correspondan al interés de las personas usuarias 



y a los objetivos de la Biblioteca Municipal.  
9. Expurgo: Limpieza y purificación del acervo documental en donde todos los fondos son 

sometidos a revisión y como consecuencia algunos de ellos se retiran del mismo. 
 
Artículo 2º - Ámbito de aplicación: El presente Reglamento tiene como finalidad regular los 
procedimientos para el descarte de fondos documentales de la Biblioteca Municipal de Belén. 
 
Articulo 3º - Responsabilidad institucional.- La Municipalidad de Belén a través de la Biblioteca 
Municipal, es la responsable de que se lleve a cabo el expurgo y descarte del material documental y 
velará porque la Biblioteca cumpla con las políticas y procedimientos establecidos en este 
Reglamento. 
 
Articulo 4º - De los objetivos: 
1. Descartar el material documental que no se usa, que está deteriorado, dañado, obsoleto y/o 

duplicado en exceso, para aprovechar el espacio en el acervo bibliográfico.  
2. Depurar el acervo documental de la Biblioteca Municipal siguiendo criterios técnicos de 

descarte de documentos, de manera que se aproveche el espacio existente y satisfaga las 
nuevas necesidades de información de las personas usuarias y potenciales.    

 
Articulo 5º - De los fines: 
1. Darle una nueva organización de contenidos a la Biblioteca Municipal para brindar a las 

personas usuarias un fondo documental actualizado. Desarrollar el acervo documental de la 
biblioteca sin tener problemas de espacio físico. 

2. Ofrecer a las personas usuarias un fondo documental de alta calidad. 
 
Articulo 6º - Del material documental que no puede ser descartado. La Biblioteca Municipal 
deberá conservar el material documental que cumpla con los siguientes requerimientos. 
 
1. El fondo local: recoge todos los documentos en cualquier soporte del quehacer histórico, 

 político, patrimonial, cultural, social y científico del cantón de Belén. 
2. El fondo antiguo: primeras ediciones bibliográficas y manuscritos originales, considerados 

patrimonio histórico. 
 
Articulo 7º - Del Comité de Descarte. Para cumplir con los objetivos del Reglamento de Descarte se 
creará un Comité de Descarte que estará integrado de la siguiente manera: 
1. El o la coordinadora de la Biblioteca Municipal. 
2. El o la coordinadora del Archivo Municipal. 
3. El o la coordinadora de la Unidad de Cultura 

 
Articulo 8º - El Comité de Descarte tendrá las siguientes funciones: 
1. Atender y resolver las solicitudes relacionadas con el proceso de descarte. 
2. Resolver las solicitudes de descarte de la Biblioteca Municipal una vez al año, para lo cual 

dispondrá de un plazo no mayor de 15 días   hábiles.  
3. Velar por el mejoramiento de los procesos para la aplicación de las políticas de descarte. 
4. Levantar un acta minuta con la lista de material documental aprobado para ser descartado  



5. Presentar a el o la Directora de Desarrollo Social el acta minuta, para su visto bueno y 
autorice que el mismo, sea excluido del registro oficial de la Biblioteca  y retirado 
documentalmente.  

6. La biblioteca municipal procederá a retirar los documentos autorizados a descarte.   
 
Articulo 9º - Lugar de Sesiones.- El Comité de Descarte realizará sus sesiones de trabajo en el 
edificio de la Biblioteca Municipal. 
 
Artículo 10º - Funciones de la Coordinadora del Comité de Descarte.- Corresponderá a la 
responsable de la Biblioteca Municipal, la coordinación del Comité de Descarte, quien tendrá las 
siguientes funciones: 
 
1. Convocar al Comité de Descarte Dar seguimiento a las autorizaciones del o la Directora de 

Desarrollo Social  
 

Articulo 11º - Quórum funcional.- La resolución sobre la solicitud para descartar material 
documental, de acuerdo con lo estipulado en este Reglamento, se tomará por mayoría de votos 
presentes. En caso de un empate, decidirá la coordinadora de la Biblioteca Municipal con doble voto. 
 
Articulo 12º - De los lineamientos para realizar el descarte.  Los criterios para el descarte del 
material documental son los siguientes: 
 
1. Documentos con información desactualizada, caduca, obsoleta o con desfase científico, no 

consultados ni solicitados al menos por diez años o más, en el área de ciencias puras o 
naturales, en el área tecnológica o ciencias aplicadas y en las ciencias sociales siempre y 
cuando no sea el único ejemplar en esa temática o considerado patrimonio histórico. 

2. Documentos con presentación impresa defectuosa (mala legibilidad, papel manchado, 
mutilaciones) y deterioro físico severo (encuadernaciones rotas, hojas sueltas o faltante de 
hojas  que hagan costosa su restauración), siempre y cuando no sea material patrimonial 
histórico. 

3. Números sueltos de publicaciones seriadas. 
4. Documentos duplicados de una misma edición (más de dos) o de otras ediciones y/o 

reimpresiones (más de uno por cada edición o reimpresión) que superen la demanda de las 
personas usuarias. 

 
Articulo 13º - Prescindencia del Material.- La Municipalidad de Belén prescindirá del material 
descartado mediante la donación, reciclaje o destrucción del mismo, para lo cual se requeriría la 
suscripción de convenios con personas físicas, instituciones públicas, fundaciones o asociaciones. 
 
Articulo 14– Vigencia.- Rige a partir de su publicación. 
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, pregunta porque en el Reglamento no se menciona, 
que se hace con todo el material de desecho, si se entrega a alguna empresa recicladora. 
 



SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el Oficio 
CAGAJ-25-2009.  SEGUNDO:  Aprobar la propuesta de Reglamento para el Descarte de Libros de 
la Biblioteca Municipal del Cantón de Belén.  TERCERO:  Encargar a la Secretaria del Concejo 
Municipal de publicar en el Diario Oficial La Gaceta  
 
ARTICULO 15.  Convocatoria a Sesión Extraordinaria. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, comenta que por acuerdo del Concejo Municipal, ya esta 
la presentación del Informe de la Comisión de la Condición de la Mujer, además solicita incluir el 
informe del Comité de Deportes sobre la conclusión de la cancha sintética. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Convocar a Sesión Extraordinaria 
el jueves 07 de enero, con la siguiente agenda:  a)  Se atiende a la Coordinadora de la Comisión de 
la Condición de la Mujer, para presentar el Informe de la  Comisión  de Condición de la mujer y  
hacer entrega de una cantidad de  muestras de la Reseña bibliografíca al Concejo Municipal.  b)  Se 
somete a votación el Oficio ADM-201-2009 de Pablo Vindas, Administrador General.  En relación al 
acuerdo oficio 5628-2009 con fecha del 23 septiembre 2009 de parte de la Secretaría del Concejo 
Municipal de Belén en donde comunica acuerdo del Consejo en la sesión 56-2009 celebrada el 
martes 22 de septiembre 2009 en la cual se solicita un informe técnico y fin detallado de la 
construcción de la cancha sintética.  
 

CAPITULO VI 
 

INFORME  DEL ALCALDE. 
 

El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DEL ALCALDE. 
 
ARTICULO 16.  Se conoce el Oficio AMA-M-07-2010 del Asesor del Alcalde Lic. Carlos Lanzas.  
Solicita se le de tramite a los oficios desarrollados por esta Administración en aras del fiel 
cumplimiento de las recomendaciones de Auditoría Interna que constan en los Informes AI-03-2002, 
propuesta que se le remitió a consulta del Asesor Legal de dicho cuerpo colegiado en Sesión 69-
2008 del 18 de noviembre de 2008 y el AI-08-2002, en el cual se elaboro una propuesta por parte de 
la Dirección Jurídica de esta Administración y la misma se puso a estudio, véase para ello la Sesión 
22-2008 del 8 de abril del 2008.  Se le solicita pongan en práctica los buenos oficios como 
corresponde para facilitar el trabajo y cumplimiento de las recomendaciones supra por parte de esta 
Alcaldía. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 12 de enero, 2010. 
 
ARTICULO 17.  Se conoce el Oficio AMA-M-08-2010 de Lic. Carlos Lanzas, Asesor del Alcalde.  
Adjunta Oficio de la Dirección Jurídica DJ-433-2009, el cual amplia respuesta a la Sesión Ordinaria 
61-2009, celebrada el 15 de octubre del 2009, en su Artículo cuarto, el cual fue contestada en su 
primer momento en Memorando AM-M-832-2009, por parte de esta Alcaldía. 



 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 12 de enero, 2010. 
 
ARTICULO 18.  Se conoce el Oficio AMA-M-14-2010 del Alcalde Ing. Horacio Alvarado.  Adjunta 
respuesta al Artículo sexto de la Sesión 70-2009, del 1 de diciembre del 2009, mediante el Oficio 
UBI-MEM-055-2009, de la Unidad de Bienes Inmuebles. 
 
Damos respuesta a los tramites 4779 y 4809, presentados en la Unidad de Servicio al Cliente el 30 
de noviembre del 2009 y el 10 de diciembre del 2009, respectivamente, por medio de los cuales 
solicita una revisión del cobro de bienes inmuebles efectuado al derecho 002 de la finca 129228, 
registrada a nombre de Narciso Hidalgo Gómez, porque supuestamente existe un error en la base 
de datos de la Municipalidad y se trata de otra persona.  Sobre el particular, se le informa que según 
estudio de la base de datos del Registro Público y de la Municipalidad de , se determino que 
efectivamente existe un error en número de cédula del señor Hidalgo Gómez, ya que se registra con 
la cédula 1-260-414, siendo lo correcto la cédula 1-260-291, no obstante se trata de la misma 
persona.  Por lo anterior, de conformidad con lo citado en el inciso a) del artículo de la Ley del 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el señor Narciso responde solidariamente por el pago del 
impuesto en cuestión, hasta tanto siga inscrito en el Registro Público. Por tal motivo, deberá realizar 
las gestiones correspondientes ante dicha institución para que la propiedad quede solamente a su 
nombre y posteriormente solicitar la modificación en la base de datos de la Municipalidad.       
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 19.  Se conoce el Oficio AMA-M-17-2010 del Alcalde Ing. Horacio Alvarado.  Adjunta 
respuesta a la Sesión 74-2009, celebrada el 15 de diciembre del 2009, mediante el Oficio OF-RH-
254-2009, por parte de Recursos Humanos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 12 de enero, 2010. 
 
ARTICULO 20.  Se conoce el Oficio AMA-M-19-2010 del Alcalde Ing. Horacio Alvarado.  Adjunta 
respuesta a la Sesión 50-2009, en su Artículo 25, celebrada el 25 de agosto del 2009, mediante el 
Oficio DJ-002-2010, por parte de la Dirección Jurídica. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 12 de enero, 2010. 
 
ARTICULO 21.  Se conoce el Oficio AMA-M-16-2010 del Alcalde Ing. Horacio Alvarado.  Adjunta el 
Memorando PP-01-2010, el cual consiste en la realización de Ajustes realizados al Plan Operativo 
Anual de Presupuesto 2010, según aprobación parcial por parte de la Contraloría General de la 
República. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 12 de enero, 2010. 
 
ARTICULO 22.  Se conoce el Oficio AMA-M-20-2010 del Alcalde Ing. Horacio Alvarado.  Adjunta 
memorando 002-2010, de la Unidad Tributaria, para su estudio y aprobación, el cual consiste en 



revocar el acuerdo municipal aprobado el 25 de noviembre del 2004, mediante Sesión Ordinaria 74-
2004, relacionada con la tarifa municipal para el servicio de desechos infectocontagiosos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 12 de enero, 2010. 
 
CONSULTAS AL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
ARTICULO 23.  La Sindica Propietaria Sandra Salazar, formula que da las gracias al Alcalde porque 
colocaron luminarias en el parque de Zayqui. 
 
ARTICULO 24.  El Regidor Suplente Manuel Ortiz: 
 
 Denuncia que referente al semáforo de La Ribera, el viento los volcó, los 2 semáforos están 

en la misma dirección.   
 Manifestar al Alcalde y Vice Alcalde Municipal que el evento del 31 de diciembre estuvo muy 

bonito, aunque falto protocolo, falto la bienvenida por parte de la Municipalidad, entonando el 
Himno Nacional a las 12 md, una oración, el juego de pólvora, eso es protocolo, la parte 
logística debió tomarlo en cuenta, felicita a Francisco Zumbado por el evento, porque la 
actividad tiene ese sabor a pueblo, es importante rescatarlo, en la próxima actividad les puede 
ayudar. 

 
ARTICULO 25.  La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, explica que la Calle La Labor quedo 
bien pavimentada, pero los reductores de velocidad desaparecieron y ahora quedo una pista, es 
necesario colocar los reductores de velocidad y pintarlos. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, aclara que falta instalar algunos reductores de velocidad en 
el Cantón, en unos 15 días se pintarán y se realizara señalización. 
 
ARTICULO 26.  La Regidora Propietaria Flor Trejos: 
 
 Propone que falta el reductor de velocidad en Calle Las Monjas.   
 Solicita realizar inspección en el botadero contiguo a su vivienda, porque es un botadero a 

cielo abierto, cada día traen mas material, no se ha realizado inspección, es necesario saber 
si tienen patente o permiso. 

 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, enumera que hay un pronunciamiento donde dice que las 
Municipalidades en calles municipales pueden tomar decisiones, sin consultar al MOPT. 
 
ARTICULO 27.  El Regidor Propietario Francisco Villegas, habla que: 
 
 En el Acta 74-2009 solicito un informe sobre si los permisos se habían dado a Apartamentos 

San Vicente para que el Instituto de Acueductos y Alcantarillados, realizara la conexión de 
agua.   

 Hace un periodo de tiempo se mociono para que se hiciera los recorridos por las Licoreras, 
para que no se conviertan en cantinas, donde se colocaron rótulos, pero el rotulo por si solo 



no funciona, funciona una inspección y el reporte, el 31 de diciembre solicito a la Policía 
Municipal que realizara inspección en Licorera Beroi porque sacan sillas a la gente, duran 3 o 
4 horas, esas personas buscar evacuar y lo hacen en las propiedades del frente, hasta música 
con guitarras, se debe hacer cumplir el rotulo.   

 Para la próxima sesión, se presente el informe de la construcción que se realiza del Balneario 
de Ojo de Agua, 100 metros al este, porque se demolió y el permiso era para construir con 
madera o algo similar, los sellos se violentaron porque esta en una zona de protección, es una 
construcción grande de aproximadamente 300 m2.   

 El área que tiene que ceder los señores Oconitrillo, para el Ebais de La Ribera que ha pasado, 
porque el Alcalde Municipal dijo que el tramite estaba en el Banco, pero no se ha informado 
nada, ha habido un incumplimiento, es una vergüenza porque hay 9 casas construidas y el 
área no la han entregado, se brincaron el Articulo 40 de la Ley de Planificación Urbana, esto 
porque también la Junta de Salud de La Ribera no sabe nada. 

 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, cuenta que: 
 
 Por recomendación del Director Jurídico se solicito informe y cita al Instituto de Acueductos y 

Alcantarillados y a la Municipalidad de Alajuela.   
 Todos los correos que envían con el tema del Ebais de La Ribera, se le envía copia a Jose 

Joaquín Chaves y al Comité de Salud, no pueden decir lo contrario.   
 
ARTICULO 28.  El Regidor Suplente Roberto Zumbado, cita: 
 
 Que ha pasado con la acera en La Amistad, que terminaron de construir el muro, la calle es 

complicada por el transito de buses, ese giro es peligroso.   
 Que Ligia Franco puede adecuar un terreno del Residencial Villa Beny para acondicionarlo 

como parque. 
 
ARTICULO 29.  El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, formula si la Alcaldía o la Unidad de 
Comunicación esta organizando algún debate con los candidatos a Regidores en este Cantón.   
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, expone que es importante la pregunta, para conocer los 
candidatos a Regidores. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir al Alcalde Municipal los Artículos 23, 24, 25, 26, 27, 28 
y 29 para análisis e informe. 
 

A las 7:45 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
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